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PRESENTACIÓN

 El quebrantamiento del orden constitucional y democrático se ha agravado 
en 2018, y con ello, la violación sistemática a los derechos humanos, en el marco de 
un contexto hiperinflacionario sin precedentes en la historia de Venezuela. La emer-
gencia humanitaria compleja no ha sido reconocida por la coalición de gobierno, que 
dedica todos sus esfuerzos a conservar el poder político en lugar de respetar, proteger 
y garantizar los derechos humanos sin discriminación alguna.

 Ante este panorama desolador, en Codhez hemos afianzado nuestro com-
promiso por promover y defender los derechos en la región zuliana, prestando parti-
cular atención a la situación de la inseguridad alimentaria en Maracaibo, con el ánimo 
de indagar más sobre la alimentación y la calidad de vida, y el propósito de identificar 
nuestras más urgentes necesidades como sociedad.

 A la par, hemos continuado con la promoción de la Red de Derechos Hu-
manos del Estado Zulia (Redhez), que este año sumó a la activista Iraní Acosta, y las 
organizaciones Aula Abierta, The ArTEA Project, y Fundación Rehabilitarte. Asimis-
mo, organizamos el primer Encuentro por los Derechos Humanos, con la finalidad de 
promover la articulación de la sociedad zuliana e incentivar estrategias de incidencia 
en la garantía de los derechos.

 Este informe sobre la situación general de los derechos humanos en el Zu-
lia tiene como objetivo evidenciar el empeoramiento de las condiciones de vida de 
los habitantes de la región, sin que hasta el momento haya habido respuestas opor-
tunas por parte del Estado venezolano. Estamos convencidos de que la sociedad 
tendrá un rol protagónico en la restauración del orden constitucional y democrático 
en Venezuela, siempre que nos mantengamos firmes en la promoción y la defensa de 
nuestros derechos.

 Agradecemos a nuestro equipo, Daniel C. Bermúdez, Carlos Pedraja, María 
Inés Hernández, Lorena Arcaya, Patricia Peña, Iván Ocando, Dayanna Palmar y Wil-
mer González; a nuestros voluntarios y amigos, Celia Dao, Jesús Urbina, Estefanía 
Mendoza, Betzabeth Bracho, Ivanna Mía Márquez, Ramón Barreto, Andrea Rondón, 
Hamsa Alsafadi, Ernesto Pérez, María José Túa, Francisco Rincón, Marylee Black-
man, Aleida Romero, Luis López, Ricardo Felipe López, José Cardozo, Ruth Rincón 
de Basso, Argenis Toyo, Mariana Marcantonio, Victoria Monzón, Laura Cárdenas, 
Valeria Socorro, Luis Surmont, Eugenio Pérez, Sheine González, Julio Colina, Eloy 
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Oropeza, Freddy Pitre, Víctor Coronado, Virginia Palmar, Eva Chaudary, Gonzalo 
Hansen, Juan Diego Parra, Yvis Galvis, Verona Quero, Francisco Fernández, y los 
estudiantes de servicio comunitario del proyecto El Zulia Recicla; y a nuestros aliados, 
organizaciones y activistas de Redhez, Instituto Radiofónico Fe y Alegría, LUZ Radio, 
Alianza Francesa de Maracaibo, Fundación Teatro Baralt, Centro de Bellas Artes – 
Ateneo de Maracaibo, Cámara de Comercio de Maracaibo, Grupo Papagayo, Bitácora 
de Fuego, Colectivo Trifásico y Servicio de Interpretación de Lengua de Señas de la 
Universidad del Zulia (Silenluz). Nuestra tarea en la promoción y defensa de los dere-
chos humanos en la región zuliana no hubiese sido posible sin su confianza y apoyo.

 Esperamos que este informe sea útil para investigar los hechos documenta-
dos, y se establezcan las responsabilidades y reparaciones a que haya lugar. La verdad 
y la justicia son fundamentales para la paz social. En 2019 permaneceremos con la 
convicción de luchar por cambios estructurales que contribuyan a revertir el adverso 
panorama venezolano.

Maracaibo, enero de 2019 
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INTRODUCCIÓN

2018, un año de alianzas por los derechos humanos
 En 2018 mantuvimos el propósito de promover y consolidar alianzas por los 
derechos humanos, en un contexto cada vez más adverso que solo podemos superar si 
integramos nuestras estrategias y acciones. La Red de Derechos Humanos del Estado 
Zulia (Redhez), conformada a mediados de 2017, continuó fortaleciéndose con talle-
res de capacitación para sus activistas y organizaciones, reuniones de trabajo, y eventos 
para la promoción de los derechos.

 Con el ánimo de expandir nuestras alianzas, el 4 de agosto se realizó el pri-
mer Encuentro por los Derechos Humanos1  de la región zuliana, que logró reunir a más 
de 80 activistas, organizaciones e instituciones para impulsar la participación ciuda-
dana y la cohesión de las agendas para la reivindicación de los derechos.

 En los espacios del Centro de Bellas Artes – Ateneo de Maracaibo, activistas, 
organizaciones e instituciones realizamos una asamblea para exponer nuestro trabajo, 
las dificultades que afrontamos, nuestras fortalezas, así como las estrategias operativas 
y de captación de apoyo que hemos desarrollado, entre otros aspectos. Como resulta-
do de este encuentro, se forjaron nuevas relaciones y planes conjuntos, siendo nuestra 
aspiración futura el establecimiento de una agenda común con enfoque de derechos.

 Asimismo, durante 2018 realizamos una campaña comunicacional para re-
saltar a quienes consideramos la defensora o el defensor del mes. José David González 
(Comité de Derechos Humanos de la Guajira), Ricardo Colmenares Olivar, Jeannet-
te Makenga (Centro de Promoción Integral del Niño, Cepin), Lusbi Portillo (Sociedad 
Homo et Natura), Grisel Mercadante (El Zulia Recicla), Johan León (Azul Positivo), 
Celia Dao, Estefanía Reyes (Proyecto Mujeres), y Jesús Urbina (Transparencia Venezuela 
– Capítulo Zulia), tuvieron nuestro reconocimiento a su trayectoria en la promoción 
y defensa de los derechos humanos en el Zulia.

El activismo de Redhez marca la pauta
 La agenda de activismo de Redhez se mantuvo durante 2018. El 25 de enero 
se llevó a cabo la tertulia Todxs más iguales2  sobre nuevas masculinidades, para conver-
sar acerca del rol de los hombres en la igualdad de género. El 25 de febrero se realizó el 
conversatorio Conociendo la Ley que protege a las personas con VIH, con la participación 
de Azul Positivo y Codhez. El 28 de febrero se llevó a cabo el taller Cómo denunciar en 
un régimen autoritario, con la intervención del Capítulo Zulia de Transparencia Vene-
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zuela y Codhez. El 24 de marzo Redhez apoyó la realización de La hora del planeta en la 
Plaza de la República, iniciativa de La Papelera Tiene Hambre, para concienciar sobre 
las energías limpias. El 6 de abril, con el apoyo de Convite Asociación Civil, Fundación 
Ecorisas y Bitácora de Fuego, se llevó a cabo un evento recreacional para las personas 
que viven en el Hogar San José de la Montaña de Maracaibo3. El 24 de noviembre Red-
hez apoyó a Proyecto Mujeres y Mulier en la realización del mural ¡Vivas nos queremos! 
4, para concienciar sobre el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia.

 Asimismo, Redhez diseñó e implementó varias campañas comunicacionales 
en pro de los derechos. En febrero se desarrolló #YoTengoDerecho, para comunicar 
conceptos básicos sobre los derechos humanos5 y sus mecanismos de protección6. En 
abril se realizó una campaña para exigir al Estado venezolano el cumplimiento de sus 
obligaciones en materia de salud para garantizar el suministro de antirretrovirales para 
las personas con VIH7. También, a propósito de las pretensiones gubernamentales de 
ocupar el Teatro Baralt de Maracaibo con fines partidistas, nos sumamos a la campaña 
#ElBaraltEsLUZ8. El 28 de septiembre realizamos la segunda edición de #YoQuie-
roSaber9, con motivo del Día Internacional por el Derecho de Acceso Universal a 
la Información. Activistas y organizaciones de Redhez recorrimos la avenida Bella 
Vista de Maracaibo para exigir información al Estado venezolano, concienciando a 
los transeúntes sobre la importancia de este derecho, instándoles qué le preguntarían 
a funcionarios e instituciones de gobierno.

 Los activistas y las organizaciones de Redhez estamos ganados a continuar 
creciendo y fortaleciendo nuestras capacidades con el reto de diseñar e implementar 
una agenda de incidencia para la garantía de los derechos humanos en la región zuliana.

La formación en Derechos Humanos como estrategia clave para el empodera-
miento 
 En Codhez hemos afianzado este año nuestro compromiso de educar en 
derechos humanos. Por eso, organizamos diversos talleres para capacitar y empoderar 
a periodistas y abogados como agentes para la defensa de los derechos.

Formación para periodistas
 El 15 de marzo, junto a Acceso a la Justicia, realizamos el taller de perio-
dismo judicial Comunicando para la Justicia10, para promover la óptima divulgación 
de noticias sobre derechos humanos y justicia, resaltando la importancia de la prensa 
libre para una sociedad democrática.

 Con el apoyo del Instituto de Estudios Políticos y Derecho Público de la 
Universidad del Zulia y el Observatorio Electoral Venezolano, el 16 de mayo reali-
zamos un taller de periodismo electoral. Conversamos sobre el sistema electoral ve-
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nezolano, los delitos electorales según la legislación vigente, la lógica del voto, y las 
irregularidades que ilegitimaban las elecciones presidenciales convocadas para el 20 de 
mayo por la Asamblea Nacional Constituyente.

Formación para abogados
 Para dar a conocer los mecanismos que ofrece la legislación venezolana para 
exigir servicios públicos de calidad, el 15 de agosto realizamos el taller Derechos Hu-
manos y Servicios Públicos: denuncia y procedimiento para exigirlos11. En el contexto 
actual del Zulia, donde la ineficaz prestación de los servicios públicos ha derivado en 
vulneraciones a los derechos humanos de los zulianos y desmejoras en su nivel de vida, 
promovimos este taller como una estrategia para exigir respuestas a las instituciones 
de gobierno. El taller ofreció contenido formativo sobre la prestación de servicios pú-
blicos como instrumentos para garantizar derechos humanos. En la primera parte del 
taller, expusimos sobre los estándares internacionales relativos a los derechos humanos 
y la calidad en la prestación de los servicios públicos, reconocidos en diversos instru-
mentos como el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra 
la Mujer, y la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo. Otro de los argumentos 
expuestos fue el acceso a servicios públicos de calidad como derecho previsto en el 
artículo 117 de la Constitución de la República, que establece también el derecho de 
toda persona a la información adecuada sobre el servicio que reciben. Por otra parte, 
con la contribución de la profesora Ana María Viloria (Universidad del Zulia – Uni-
versidad Rafael Urdaneta), expusimos sobre el procedimiento judicial de exigibilidad 
de servicios públicos dispuesto en la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa. Resaltamos que el reclamo por la prestación de servicios públicos es 
un derecho que debe ser atendido por los tribunales competentes, los Juzgados de 
Municipio de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, en garantía de una vida 
digna y adecuada. De este modo, fomentamos la cultura de la denuncia para la tutela 
judicial efectiva de las demandas por servicios públicos, y asimismo, exhortamos que 
es necesario seguir intentando y presionando para crear acciones y criterios jurídicos 
que beneficien a la población. Los abogados, como parte del sistema judicial venezo-
lano tienen la tarea de construir un Derecho Administrativo consistente que resguarde 
los derechos, sancione las injusticias y repare los daños ocasionados.

 Como parte del programa de formación para abogados, realizamos el 11 de 
septiembre el taller Mecanismos de Protección para casos de Detenciones Arbitrarias y 
Tortura12, con el apoyo del Centro de Derechos Humanos de la Universidad Metropo-
litana. En un primer momento, expusimos sobre los mecanismos de protección pre-
vistos en la legislación venezolana y su relación con los instrumentos internacionales 
que protegen el derecho a la libertad personal como la Convención Americana sobre 
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Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. A su vez, 
señalamos que en el contexto de las manifestaciones de 2017 ocurrieron situaciones 
violatorias de derechos humanos que evidenciaron prácticas de abuso de poder. En un 
segundo momento, disertamos sobre los mecanismos de protección internacionales 
en materia de detenciones arbitrarias y tortura, con énfasis en el Sistema Universal de 
Protección, en específico, la interposición y trámite de denuncias ante el Comité de 
Derechos Humanos y el Comité contra la Tortura. En un tercer momento, denuncia-
mos el uso excesivo de la fuerza en el control de las manifestaciones, así como los da-
ños físicos y psicológicos ocasionados a quienes fueron privados de libertad, víctimas 
de tratos crueles y tortura.

Taller de crónica
 Entre septiembre y octubre organizamos un taller de crónica13 con perspec-
tiva en derechos humanos dictado por el profesor Alejandro Vásquez (Universidad del 
Zulia), desarrollado en tres sesiones sabatinas a las que asistieron una veintena de par-
ticipantes entre periodistas, estudiantes y aficionados a la escritura. El objetivo princi-
pal de esta actividad fue ofrecer herramientas para la redacción de crónicas orientadas 
a despertar interés en promover y defender los derechos humanos. Cada día se leen 
en la prensa diversas historias sobre lo que ocurre en Venezuela, pero cuando éstas 
son contadas a través de la experiencia de un ser humano con elementos propios del 
periodismo narrativo, la historia se convierte en un relato con el que resulta fácil ser 
empático. En este sentido, en el taller destacamos la importancia del rol del cronista, 
radicado en mirar y sentir al otro para narrar vivencias con sensibilidad. En la última 
sesión, los participantes compartieron crónicas sobre la libertad personal, el respeto a 
la vida, la inseguridad ciudadana, la crisis de transporte, y las dificultades para acceder 
a los alimentos.

Resiliencia y resistencia en tiempos de crisis
 El 4 de julio, en los espacios del Teatro Baralt, realizamos el taller Resilien-
cia y Resistencia: Cómo conseguir las fuerzas para seguir14, un encuentro para proveer 
a los zulianos de mecanismos de manejo del estrés y ansiedad en momentos donde 
las circunstancias de la vida cotidiana se hacen más adversas. La normalización de las 
vulneraciones a los derechos humanos como las constantes fallas de servicio eléctrico, 
la falta de atención en los hospitales debido a la carencia de insumos y medicamentos, 
el elevado costo de los alimentos, así como la depreciación del salario, son algunas de 
las situaciones que afectan el espíritu y la fortaleza del venezolano. El objetivo fue cul-
tivar el hábito de la resiliencia con propósito, que excluye la idea de acostumbrarnos a 
las violaciones de derechos humanos que buscan reducirnos, y en cambio, fomenta la 
necesidad de exigir mejores condiciones de vida.
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III Feria de Derechos Humanos
 Como ocurre desde 2016 organizamos la Feria de Derechos Humanos15, un 
espacio de encuentro y formación para los activistas y organizaciones de derechos 
humanos del Zulia y de todo el país, y el público en general. El evento, realizado 
en el Centro Bellas Artes – Ateneo de Maracaibo, con el apoyo de Redhez, contó con 
las ponencias del Centro de Derechos Humanos de la Universidad Católica Andrés 
Bello, Un Mundo Sin Mordaza, Confederación de Sordos de Venezuela (Consor-
ven), Asociación Civil Ciudadanía Diversa (Ciudiver), The ArTEA Project, Convite 
Asociación Civil, Centro de Derechos Humanos de la Universidad Metropolitana, 
Observatorio de Derechos Humanos de la Universidad de los Andes, Kapé Kapé, 
Cátedra de Derechos Humanos de la Universidad Centroccidental Lisandro Alvara-
do, Acción Solidaria, Ciclovías Maracaibo, Transparencia Venezuela, Comité de De-
rechos Humanos de la Guajira, Ecoluciones, Red por los Derechos Humanos de los 
Niños, Niñas y Adolescentes (Redhnna), Fundación Rehabilitarte, Mediosur, Unión 
Afirmativa, Fundación El Zulia Recicla, La Papelera Tiene Hambre, Aula Abierta, 
Mulier, Proyecto Mujeres, Las Comadres Púrpuras,  Chamatech, Acceso a la Justicia, 
Fundación Ángeles Chiquinquireños, Azul Positivo, Coalición Clima 21, Laboratorio 
Ciudadano de No Violencia Activa, Piloneras, Programa Venezolano Educación Ac-
ción en Derechos Humanos (Provea) y Codhez. Cada una de las ponencias contó con 
interpretación de lengua de señas para la comunidad sorda que asistió como público, 
realizado por el Servicio de Interpretación de Lengua de Señas de la Universidad del 
Zulia (Silenluz).

 Durante los tres días de la Feria se materializó el evento de Música X Medi-
cinas, una iniciativa de Provea y Redes Ayuda ejecutada por el equipo de voluntarios 
de Codhez y la Fundación Ángeles Chiquinquireños con el fin de recibir donaciones 
de medicamentos y ofrecer en intercambio a los donantes discos, camisetas, entre 
otros artículos. Para cerrar el evento, se celebró un concierto con la participación 
protagónica de la Orquesta Sinfónica de Maracaibo con la Philarmonía Concert bajo 
la dirección del maestro David Rahn. Asimismo, en la Feria participaron las agrupa-
ciones culturales Suwarala Maracaya, Teatro Esencial, Bitácora de Fuego y Colectivo 
Trifásico. Además, se presentaron los artistas Ana María Petrella, Danza Andrómeda, 
Arcayhh, Pissenlit, Monsieur, Mikke Flores, DJ Stereoduvan y Gaiteros a la Carta 
quienes sumaron sus voces para la promoción de los derechos humanos.

2018: la emergencia humanitaria compleja es una realidad
 En 2018 nos propusimos prestar particular atención a situaciones que evi-
denciaran la emergencia humanitaria compleja en la región zuliana. Además de hacer 
seguimiento a las violaciones a la vida y las libertades individuales, consideramos per-
tinente estudiar el estado de la seguridad alimentaria en Maracaibo, tomando como 
referencia la Escala Latinoamericana y Caribeña de Seguridad Alimentaria (Elcsa), y 
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asimismo, estar alertas a otras violaciones de orden colectivo, relativas al derecho a la 
salud o la prestación de servicios públicos domiciliarios.

 Este último año, en general, se agravaron los problemas, sin que el Estado 
venezolano fuera capaz de dar alguna respuesta eficiente. El quebrantamiento del or-
den constitucional se evidencia no solo en las prácticas autoritarias de la coalición que 
gobierna el país, sino también en el abandono de la gestión de los asuntos de interés 
general, y en específico, la prestación de los servicios esenciales para garantizar un 
nivel de vida adecuado.

 El asunto más relevante que empezamos a reportar fallas prolongadas del 
servicio eléctrico, que se hicieron cada vez más cotidianas a medida que avanzaba el 
año, afectando todos los ámbitos de la vida de los zulianos. La vida en las viviendas, 
comercios, escuelas y centros de salud fue alterada por problemas subsecuentes en 
los servicios de agua potable, telecomunicaciones, y suministro de combustible, en-
tre otros, incrementándose la inseguridad. En resumen, un caos. La reacción de las 
instituciones de gobierno se limitó a señalar a agentes o causas externos, sin que se 
tomaran acciones para resolver el problema eléctrico de forma definitiva. En algún 
momento, ante la persistencia de apagones generales, se adoptó una política de in-
terrupciones programadas de servicio que no se comunicaba de manera oportuna ni 
efectiva a la población, desinformada sobre el alcance de la gravedad de la crisis. Al 
respecto, tuvimos la iniciativa de convocar a la población a denunciar las fallas16, y de 
hecho, presentamos algunas denuncias ante la sede de la empresa estatal Corporación 
Eléctrica Nacional (Corpoelec) sin que hasta el momento hubiéramos recibido alguna 
respuesta. Es preciso acotar, también, que una manifestación convocada a finales de 
abril por el Concejo del Municipio Maracaibo ante la sede de Corpoelec ubicada en 
el sector Amparo en Maracaibo fue reprimida con violencia, resultando detenido de 
forma arbitraria, entre otras personas, el presidente de ese órgano legislativo.

 Para la fecha de cierre de este informe, el problema eléctrico persiste, lleván-
dose a cabo cortes que, por su frecuencia y duración, parecen estar programados. Ante 
esta situación, las instituciones responsables han guardado silencio.

 En febrero fue noticia la deficiente atención a las personas con insuficiencia 
renal. Intermitencia en la provisión de insumos, daños en equipos, problemas en el 
suministro de agua potable, entre otras causas, han provocado muertes prevenibles en 
circunstancias de funcionamiento normal de este servicio público. Ante esta circuns-
tancia, visitamos uno de los centros de hemodiálisis de Maracaibo, con el propósito 
de documentar su realidad.
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 También, durante todo el año fue notable la presencia masiva de adultos 
mayores en las entidades bancarias para cobrar su pensión. La escasez de dinero en 
efectivo, que se agudizó aún más en esa época, obliga a estas personas a pernoctar en 
las inmediaciones de los bancos, en graves condiciones de inseguridad, siendo cada vez 
más cotidianas incidencias que afectan su salud y vida. Esta situación no ha cambia-
do, lo que denota la ineficiencia de las medidas que las instituciones de gobierno han 
tomado al respecto.

 Evidenciamos la inseguridad alimentaria en Maracaibo con un estudio que 
desarrollamos durante el segundo semestre de 2018. Tanto la escasez como el alto 
costo de los alimentos han afectado de forma drástica la cantidad y la calidad de la 
alimentación de los habitantes de la segunda ciudad más populosa del país. El hambre 
ya no es un fenómeno ajeno, sino que está cada vez más presente en los hogares mara-
caiberos. A este estudio dedicamos un reporte temático especial.

 El irrespeto a las libertades individuales fue una constante en 2018. Destaca, 
entre las vulneraciones a la libertad de prensa, la falta de suministro de papel a los 
periódicos La Verdad y Versión Final, que por esa razón dejaron de circular. También, 
el bloqueo en el acceso al portal de noticias Noticia al día, que se suma a la de otros 
medios de comunicación del país. En septiembre, la Guardia Nacional Bolivariana 
(GNB) detuvo a tres periodistas del canal londinense ITV News en Paraguachón, 
quienes fueron recluidos durante horas en la sede del Servicio Bolivariano de Inteli-
gencia en Maracaibo (Sebin) luego de haber realizado un reporte en Maracaibo, una 
situación similar a la ocurrida en 2017 con periodistas brasileños y venezolanos. Por 
su parte, la Ley contra el odio, dictada por la Asamblea Nacional Constituyente en 
franca contravención de la Constitución de la República vigente, fue aplicada en la 
Guajira por razones partidistas.

 Asimismo, la censura a la libre expresión llegó a los espacios culturales, 
evidenciándose en anuncios del gobierno regional de desposeer a la Universidad del 
Zulia de la administración del Teatro Baralt por razones de discriminación política. 
De hecho, la presentación del informe anual de Provea debió suspenderse ante las 
amenazas proferidas por el gobierno regional contra los organizadores y asistentes del 
evento que había sido programado en el Teatro Baralt.

 La vida fue un derecho violado de forma sistemática mediante una política 
de ejecuciones extrajudiciales. Esta práctica no solo se hizo cotidiana, sino que ha sido 
justificada por el gobierno regional como política contra la inseguridad ciudadana.

 A grandes rasgos, estos fueron algunos de los acontecimientos más relevantes 
de 2018 en la región desarrollados con detalle en los siete capítulos de este Informe 
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anual 2018. En el primer capítulo documentamos hechos contra las libertades perso-
nales y el debido proceso, y en específico, el seguimiento de los casos de detenciones 
arbitrarias que hemos atendido, así como los de tortura sexual y ejecución extrajudi-
cial que ocurrieron en el contexto de las manifestaciones de 2017. Asimismo, dedi-
camos un apartado a las vulneraciones a la libertad de expresión. En el segundo capí-
tulo informamos sobre los derechos políticos en el contexto de la Asamblea Nacional 
Constituyente, con particular atención a los comicios presidenciales y de concejos 
municipales en el Zulia. En el tercer capítulo planteamos la situación de la política 
de ejecuciones extrajudiciales. En el cuarto capítulo nos referimos a la emergencia 
humanitaria compleja, con énfasis en las vulneraciones a los derechos a la salud y la 
alimentación, y la deficiente prestación de ciertos servicios públicos. En el quinto 
capítulo exponemos el caso del derecho a la participación en la vida cultural, marca-
do por el partidismo en la gestión del Centro de Arte de Maracaibo Lía Bermúdez y 
las amenazas al Teatro Baralt. El sexto capítulo alude a los derechos de los pueblos y 
comunidades en la región zuliana, y en especial, la situación del pueblo Wayuu, en 
cuyo territorio no cesan el abuso de poder, las amenazas a la prensa, ni la deficiente 
prestación de servicios esenciales. Por último, exponemos nuestras recomendaciones 
al Estado venezolano en cada uno de estos ámbitos.

 Estamos convencidos de que un país libre es el resultado de una lucha diaria 
en todos nuestros espacios vitales. Esto exige reivindicar y exigir nuestros derechos 
ante amenazas y violaciones. Es necesario, además, reconocer a nuestro prójimo como 
una persona igual en dignidad y derechos. En 2019, desde el Zulia, seguiremos resis-
tiendo con fuerza y optimismo para hacer real una Venezuela libre donde se respeten, 
garanticen y protejan los derechos humanos de todas las personas. En nuestras manos 
está hacer de él un lugar mejor. Este país es nuestro.

El equipo de Codhez
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CAPÍTULO I 
LIBERTADES PERSONALES Y DEBIDO  PROCESO

 Los abusos gubernamentales contra las libertades se han incrementado. La 
puesta en práctica de la Ley contra el odio, dictada por la Asamblea Nacional Consti-
tuyente con el propósito de acallar voces críticas, es una realidad muy preocupante, 
considerando que ni el Ministerio Público ni los tribunales son independientes, y 
por tanto, incapaces de investigar y sancionar situaciones de arbitrariedad. Esto se 
demuestra, entre otros casos, en la falta de respuesta a violaciones a los derechos a la 
vida y a la integridad personal, en específico, las ocurridas en el marco de protestas 
contra el gobierno nacional.

1. Detenciones arbitrarias por motivos políticos
1.1. Eduardo García y otros casos del período 2014-2016
 Las detenciones arbitrarias por motivos políticos han sido una constante 
desde 2014, evidenciándose con posterioridad, continuas irregularidades en las ac-
tuaciones procesales del Ministerio Público y los tribunales. Un caso que muestra con 
claridad esta circunstancia es el de Eduardo García, quien se mantuvo detenido en las 
instalaciones del  Sebin en Maracaibo desde el 7 de mayo de 2014 hasta el 30 de marzo 
de 2017. Luego de su detención en las adyacencias de la Universidad Dr. Rafael Belloso 
Chacín durante las manifestaciones de 2014, fue trasladado con los ojos cubiertos has-
ta la sede del Sebin, donde fue incomunicado durante las horas previas a la audiencia 
de presentación, que se realizó 122 horas después de practicada la aprehensión. Ante 
el tribunal fue imputado por los delitos de agavillamiento, intimidación pública con 
artefacto explosivo, instigación al odio y a la violencia, daño a la propiedad privada 
y delito de incendio en grado de determinador. Casi 3 años después, el 10 de marzo 
de 2017, el Tribunal 4° de Juicio del Estado Zulia ordenó la suspensión condicional 
del proceso, emitiendo la respectiva boleta de excarcelación, pero el Sebin la desacató, 
alegando que debía esperarse la autorización de su director general, Gustavo González 
López. 20 días después, Eduardo fue liberado, aunque con la condición de presentarse 
ante el tribunal cada mes, no declarar sobre su caso, manifestar o salir del país17. Un 
año después, el 13 de junio se declaró su libertad plena.

 El retardo procesal, imputable a las fallas del sistema de justicia, ha impli-
cado que casi todas las personas imputadas por hechos ocurridos en el contexto de 
las manifestaciones durante 2014-2016 aún se encuentren sometidas a medidas que 
restringen su libertad plena. La política de persecución contra la disidencia también 
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afecta el desenlace de estos procesos judiciales que penden como amenazas. Todo 
ello es evidencia, en definitiva, de la falta de independencia del Ministerio Público y 
los tribunales, en contravención a lo previsto en la Constitución de la República y el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

1.2. Estado de los casos de 2017
 Durante las protestas de abril-julio de 2017 registramos la detención de 635 
personas. Poco más de un tercio de ellas, 245, fueron presentadas ante un tribunal: 
160 ante tribunales militares, 85 ante tribunales penales ordinarios. El enjuiciamiento 
ante tribunales militares, patrón novedoso de persecución judicial, ocurrió como con-
secuencia de las declaraciones y acciones de la Fiscal General de la República contra el 
gobierno nacional. Hombres entre 18 y 35 años fueron imputados por los delitos de 
ultraje al centinela, menosprecio a la Fuerza Armada Nacional, y rebelión. En un pri-
mer momento fueron privados de su libertad confinándolos en instalaciones militares 
infectadas con escabiosis, lechinas y hepatitis, debido a su hacinamiento y deficientes 
condiciones de salubridad e higiene, y más adelante, fueron liberados con medidas 
cautelares sustitutivas. La mayoría de estas causas aún se encuentran en fase de inves-
tigación, dilatándose como los casos de 2014-2016, condenando a los enjuiciados a 
restricciones que se prolongan de forma indefinida.

 De los detenidos en un total de 64 eventos que dieron lugar a la presenta-
ción ante tribunales, atendimos 20 casos, 11 de ellos ante la justicia militar. Aunque 
ninguna de las personas se encuentra detenida, la mayoría permanece sujeta a medidas 
que restringen su libertad. De seguidas, anotamos las novedades de los casos que con-
tinuaron su trámite durante 2018:

realizó el 26 de abril, y su presentación ante el Tribunal 4º de Control ocurrió 
dos días después. La decisión se apeló, y el tribunal superior ordenó la cele-
bración de una nueva audiencia de presentación, pero hasta el momento no 
se ha llevado a cabo ni se ha asignado el tribunal que debe hacerla. Según las 
declaraciones de K.D. y su madre, él se encontraba durmiendo en una acera 
de la avenida La Limpia, mientras ella vendía café en una parada de autobús. 
Alguien lo señaló de haberlo atacado, siendo golpeado y detenido. A pesar de 
padecer de una evidente patología psiquiátrica que lo hace inimputable, el 
proceso judicial sigue abierto.

tribunal militar 18º de control, a cargo de la teniente de navío Ana Méndez. Se 
declaró su arresto domiciliario por razones de salud. En la audiencia prelimi-
nar la medida fue revisada, decretando que debía presentarse periódicamente 
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ante el tribunal, con prohibición de salida del país. El 29 de enero de 2018, el 
tribunal militar declinó la competencia, esperándose la audiencia de presenta-
ción ante un tribunal penal ordinario. Esta audiencia aún no se ha realizado.

ante el Tribunal 13º de Control, imputado por el delito de ultraje violento a 
funcionario público, declarándose que debía presentarse ante el tribunal cada 
60 días. Esta decisión se apeló, ordenándose por el tribunal superior la cele-
bración de una nueva audiencia de presentación. El Tribunal 2º de Control 
acordó la suspensión condicional del proceso, debiéndose presentar cada 60 
días, y hacer servicio comunitario durante tres meses. Una de las obligaciones 
impuestas por el tribunal consistió en donar una resma de papel. Al respecto, 
el 30 de agosto de 2018 se alegó el beneficio por pobreza debido a que el 
imputado no tiene los recursos para adquirirla. Hasta la fecha no ha habido 
respuesta del tribunal. La solicitud se ratificó, a petición del secretario del tri-
bunal, el 9 de enero de 2019.

en el sector El Saladillo por parte del Cuerpo de Investigaciones Científicas, 
Penales y Criminalísticas (Cicpc). Fue imputado por el Tribunal 10º de Con-
trol por los delitos de instigación pública y violencia privada. El tribunal orde-
nó su presentación cada 30 días y libertad bajo fianza. En la actualidad, el caso 
está en trámite de archivo judicial.

Valle Frío, imputándoseles el delito de ultraje violento a funcionario público 
—aunque en las actas no consta la identidad del funcionario. El Tribunal 10º 
de Control celebró la audiencia preliminar el 6 de diciembre de 2017. Durante 
2018 no ha habido avance en el proceso judicial.

GNB, luego de haber asistido a personas afectadas por medidas de control de 
orden público durante una protesta. Ambas fueron presentadas el 2 de julio 
ante el Tribunal 12º de Control, que decretó una medida sustitutiva de priva-
ción de libertad. Durante 2018 no ha habido avance en el proceso judicial, el 
Ministerio Público aún no ha presentado acto conclusivo.

Militar 10º de Control. Allí se le imputaron los delitos de rebelión y ultraje al 
centinela, decretándose medida privativa de libertad. Esta decisión se apeló, y 
se encuentran en libertad. Sin embargo, el juicio continúa una vez realizada la 
audiencia preliminar. Durante 2018 no ha habido avance en el proceso judicial.
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de julio ante el Tribunal Militar 10º por ataque al centinela en campaña, ul-
traje al centinela y menosprecio a la Fuerza Armada Nacional. El juez decretó 
medida sustitutiva de privación de libertad. El proceso penal aún se encuentra 
en fase preparatoria, la fiscalía militar no ha presentado acto conclusivo. La 
fiscalía militar presentó el acto conclusivo el 14 de febrero de 2018, acusando 
por los delitos señalados. El 28 de febrero presentamos el escrito de contesta-
ción a la acusación. Sin embargo, la audiencia preliminar no se ha realizado.

de julio ante el Tribunal Militar 10º de Control por los delitos de ataque al 
centinela en campaña, ultraje al centinela, menosprecio a la Fuerza Armada 
y rebelión militar. El tribunal ordenó arresto domiciliario para uno de ellos, 
mientras que los otros dos fueron privados de libertad. Esta decisión fue ape-
lada, declarándose su libertad bajo medida de presentación cada 8 días. En 
la audiencia preliminar realizada el 26 de junio de 2018, la fiscalía militar 
presentó acusación por los delitos de ultraje al centinela y menosprecio a la 
Fuerza Armada. En esta audiencia el juez decretó la suspensión condicional 
del proceso, y en consecuencia, la libertad de los acusados con la obligación de 
prestar servicio a la comunidad y presentarse durante 6 meses ante el tribunal.

-
trol, imputándolo por los delitos de ultraje al centinela y menosprecio a la 
Fuerza Armada. El tribunal acordó que el imputado debía presentarse cada 30 
días, con prohibición de acercarse a manifestaciones públicas y emitir opinio-
nes sobre sucesos relacionados al motivo de su detención. El proceso judicial 
sigue activo con sucesivos diferimientos de la audiencia preliminar.

1.2.1. Situación de las muertes ocurridas en el contexto de las manifestaciones
 La investigación de las muertes ocurridas durante las manifestaciones de 
2017 en el Zulia no ha avanzado. 14 personas fallecieron en situaciones de violencia 
que el Estado no ha cumplido con sus obligaciones constitucionales y convencionales 
de investigar los hechos, sancionar a los responsables, y reparar de forma integral a 
las víctimas. Las familias de Miguel Mike Medina, Paúl Moreno, Adrián Duque, Luis 
Enrique Vera, Luis Alberto Montiel Herrera, Alexander Sanoja, José Bousamayor, 
Luiyin Paz, Manuel Villalobos, Jean Camarillo, Yulimet Vásquez, Víctor Márquez, 
Heiber Ocando y Miguel Urdaneta, aún no conocen la verdad y esperan por justicia.

 Uno de los casos que causó mayor conmoción fue el de Paúl Moreno, un 
estudiante de medicina que durante las protestas apoyó como socorrista de primeros 
auxilios del grupo Cruz Verde de la Universidad del Zulia. Paúl falleció el 18 de mayo 
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al ser arrollado por una camioneta mientras descansaba en una acera luego de realizar 
sus labores de socorrista en una manifestación18. El 29 de mayo, Omar Barrios y Liz 
Mary Hernández fueron detenidos en Maracaibo por funcionarios de la Policía del 
Municipio San Francisco (Polisur), señalados de estar involucrados en los hechos. Al 
día siguiente les fue imputado el delito de homicidio calificado con alevosía. El 31 
de mayo se ratificó la medida de privación preventiva de libertad a Omar Barrios, 
mientras que a Liz Mary Hernández se le otorgó la libertad plena19. En la audiencia 
preliminar de 17 de noviembre, el Tribunal 6º de Control, a cargo de Yessiré Rincón, 
cambió la calificación del delito a homicidio culposo alegando la inaplicabilidad de 
un criterio jurisprudencial, condenando a Omar Barrios a un año y siete meses bajo 
arresto domiciliario20. El 31 de enero de 2018, la Corte de Apelaciones revirtió esta 
decisión, ordenando que se realizara de nuevo la audiencia preliminar21. Esta audien-
cia, diferida en varias oportunidades durante 2018, aún no se ha realizado22.

1.2.2. Caso de denuncia de ejecución extrajudicial en el contexto de las manifes-
taciones
 Adrián Duque, de 24 años de edad, fue asesinado el 24 de mayo de 2017 
durante una jornada de protesta en los alrededores de Tostadas El Matapalo, frente a 
las residencias Torres El Saladillo, ubicadas en la avenida Padilla. Adrián fue trasladado 
al Hospital Chiquinquirá, donde ingresó sin signos vitales tras ser impactado por 
una bala en el intercostal izquierdo. Los médicos que lo atendieron también hallaron 
trozos de una metra en el abdomen de la víctima. En ese entonces, testigos apunta-
ron como supuestos responsables a funcionarios de la GNB quienes se encontraban 
reprimiendo las manifestaciones suscitadas en el lugar del suceso23.  La familia ha 
denunciado que las autoridades han intentado encubrir el nombre del responsable24. 

 Adrián, contador público egresado de la Universidad Dr. José Gregorio Her-
nández, era conocido por sus allegados como Capitán América, pues acostumbraba a 
llevar consigo un escudo con los colores alusivos al héroe de Marvel.

 Según información suministrada por el mayor general del Ejército Tito Ur-
bano Meleán, jefe de la Región Estratégica de Defensa Integral (REDI) en Occiden-
te, el joven murió por el impacto de una metra disparada con un chopo, arma de 
fabricación casera. Gervasio Vera, para entonces jefe del Cuerpo de Investigaciones 
Científicas Penales y Criminalísticas en el Zulia, explicó que al realizar la autopsia se 
logró sustraer de la región abdominal izquierda una esfera de vidrio.

 Más de un año despúes de su muerte, todavía no se han castigado a los res-
ponsables de su asesinato. Sus padres, Henry Duque y Yumaira Bravo, exigen justicia 
y prisión para el culpable del asesinato de su único hijo varón25. Las investigaciones 
por su muerte continúan sin que se hayan establecido las responsabilidades.
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 Hemos realizado el acompañamiento a los familiares de Adrián durante el 
proceso judicial con el propósito de lograr justicia. Hemos permanecido atentos a la 
actuación desempeñada por la Fiscalía 45ª del Ministerio Público con competencia 
en protección de derechos fundamentales para la resolución del caso, exhortando que 
se realicen las investigaciones necesarias para determinar las responsabilidades a las 
que haya lugar. El proceso aún se encuentra en fase preparatoria, es decir, en etapa de 
investigación. El 28 de junio de 2018 solicitamos una copia certificada del expediente 
fiscal, que fue negada “por falta de motivación en la solicitud”.

1.2.3. Caso de denuncia de tortura sexual en el contexto de las manifestaciones
 El 20 de julio de 2017 un grupo de personas fue detenido por la PNB en 
las adyacencias de la sede de Corpoelec ubicada en el sector Amparo de Maracaibo, 
que fungió como centro de reclusión. Todos los manifestantes detenidos, que fue-
ron trasladados en motocicletas, pasaban por varias alcabalas donde los funcionarios 
los golpeaban hasta llegar a la sede de Corpoelec donde también se constataron 
actos de violencia.

 Cinco días después de la detención fueron presentadas ante el Tribunal Mi-
litar 18º de Control con el propósito de ocultar evidencias de los abusos, e incluso, 
se falsificaron exámenes médicos. Ante el tribunal las personas detenidas fueron im-
putadas por los delitos de rebelión, ataque y ultraje al centinela, menosprecio a la 
Fuerza Armada, destrucción e inutilización de naves y valores de la Fuerza Armada, 
y violación a zona de seguridad. A esta audiencia acudieron los fiscales 75 y 76 con 
competencia nacional del Ministerio Público debido a los alegatos de los imputados, 
quienes declararon haber sido acostados en el suelo, pisoteados por los funcionarios 
policiales y rociados de gas lacrimógeno, e incluso, una de las personas denunció ha-
ber sido víctima de violencia sexual. Ante la denuncia de los detenidos y los evidentes 
elementos que probaban los abusos —quemaduras, cortes, hematomas—, el tribunal 
se vio obligado a ordenar de nuevo la práctica de exámenes forenses que dejaron 
constancia de las lesiones, incluyendo el caso de violencia sexual. No obstante, en el 
acto de presentación se decretó la privativa de libertad. Al realizarse la audiencia pre-
liminar, se declaró el sobreseimiento de la causa para una de las personas detenidas, 
mientras que para el resto se acordó la suspensión condicional del proceso.

 Con posterioridad, el Ministerio Público inició la investigación por tortura 
sexual que, más de un año después, se encuentra en fase de audiencia preliminar, 
presentando una acusación por los delitos de violación y tratos crueles, inhumanos 
o degradantes contra 8 funcionarios de la PNB. Es preciso advertir que funcionarios 
supervisores de la PNB se encontraban presentes en la sede de Corpoelec pero no 
fueron imputados. Luego de 6 diferimientos durante 201826, esta audiencia apenas 
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inició el 5 de diciembre ante el Tribunal 10º de Control, a cargo de la jueza María de 
los Ángeles Ruiz Rivero. El tribunal motivó dos de esos diferimientos por problemas 
en el servicio eléctrico, mientras que en el resto de ellos alegó falta de notificación de 
la víctima para el proceso judicial. En criterio del tribunal, no era posible darnos por 
notificados en representación de la víctima a pesar de contar con un poder notariado 
con facultad expresa para ello. Por esta razón optó por agotar la notificación personal, 
a pesar de estar en conocimiento de que la víctima se encuentra fuera del país, ante 
las amenazas que recibió de los funcionarios involucrados en la perpetración de la 
tortura. Al final, luego de tan dilatado retardo procesal, se nos permitió darnos por 
notificados en representación de la víctima en la quinta audiencia.
 
 Antes de la realización de la audiencia preliminar, manifestamos nuestra 
preocupación por la actuación del Tribunal 10º de Control. El tribunal había obs-
taculizado la defensa de los derechos e intereses de la víctima al negarnos la solicitud 
de copia certificada del expediente, a pesar de ser sus legítimos representantes en el 
proceso judicial. Con esta acción, se vulneró el derecho de la víctima a disponer del 
tiempo y de los medios adecuados para defenderse, además de su condición de parte 
en el proceso. El criterio del juzgado, además, resultó contrario al paradigma procesal 
penal según el cual la víctima debe ser parte del proceso y conocer de los pormenores 
de su caso para tener una defensa óptima. Por este motivo, interpusimos un amparo 
constitucional ante la Corte de Apelaciones del Circuito Judicial Penal del Estado 
Zulia contra esa negativa. La mera interposición del amparo, sumada a la presión 
ejercida por los medios de comunicación, resultó decisiva para que la jueza, antes 
de que se resolviera el amparo, decretara con lugar nuestra petición en la audiencia 
preliminar. En la pretensión de amparo constitucional se solicitó la notificación de 
la Defensoría del Pueblo, debido a que la actuación del tribunal evidenció criterios 
regresivos relacionados a la participación de las víctimas en casos violaciones graves a 
los derechos humanos. A su vez, también se solicitó notificar a la Comisión Nacional 
de Prevención de la Tortura y otros Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes y a la 
Inspectoría de Tribunales.

 Ahora bien, en la audiencia preliminar, de más de 6 horas de duración, la 
Fiscalía 45ª del Ministerio Público con competencia en protección de derechos funda-
mentales acusó a los funcionarios policiales por los delitos de violación y tratos crueles, 
inhumanos y degradantes, a pesar de existir elementos de convicción para acusarlos 
por el delito de tortura. El tribunal decretó la nulidad absoluta de la acusación fiscal, 
ordenando recabar información de las cámaras de seguridad de Corpoelec para que se 
presente un nuevo acto conclusivo que tome en consideración esta prueba, que había 
sido solicitada por la defensa de los acusados durante la investigación.  No obstante, se 
mantuvo la medida privativa de libertad en contra de los 8 funcionarios policiales.
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 Es preciso acotar que a la audiencia no asistió el Fiscal 45°, Yortman Villas-
mil. En su lugar, estuvo presente la Fiscal Auxiliar, a pesar de que la relevancia del caso 
ameritaba de la presencia del Fiscal Titular cuya actuación debió sentar precedente para 
el establecimiento de sanciones orientadas a la erradicación de la tortura en Venezuela.

 A pesar de que las investigaciones han permitido determinar que en este 
caso existen más víctimas, el Ministerio Público no las ha notificado, impidiéndoles 
ser parte del proceso. Al respecto, hemos exhortado al Ministerio Público realizar una 
investigación transparente acorde con su deber constitucional de prevenir y sancionar 
las violaciones a los derechos humanos. Las irregularidades ocurridas durante el pro-
ceso nos llevan a permanecer atentos ante cualquier otra incidencia.

 La determinación de la verdad en este caso no solo está destinada a la repa-
ración de los derechos de la víctima y sus familiares, sino que adquiere una dimensión 
colectiva al tratarse de un hecho que involucra múltiples violaciones a los derechos 
humanos. Además, el Estado está obligado a sancionar violaciones a los derechos hu-
manos, así como es su obligación investigar, prevenir y educar para erradicar la tortura 
en nuestro país.

2. Libertad de expresión
2.1. Ley contra el odio
 Como apuntamos en el Informe anual 2017, la Ley constitucional contra el 
odio, por la convivencia pacífica y la tolerancia, aprobada el 2 de noviembre por la 
Asamblea Nacional Constituyente27, es un instrumento jurídico que tiene como ob-
jetivo penalizar discursos contrarios a la ideología de la coalición de gobierno, esta-
bleciendo penas de 10 a 20 años de cárcel, entre otras sanciones desproporcionadas, 
a individuos y medios de comunicación que expresen mensajes que sean calificados 
como “promotores del odio y la intolerancia”. De esta forma, la Ley contra el odio es-
tructura de forma sistemática la censura de debates sobre asuntos de interés público. 
Esta ley inconstitucional, tanto por su forma como por su contenido, no responde a 
los estándares internacionales sobre la libre expresión del pensamiento, y su propósito 
censor se hizo evidente con la detención arbitraria de dos mujeres en la Guajira vene-
zolana el 3 de mayo de 2018.

 Elba Ríos, de 48 años de edad, y su hija Anarelys Govea, de 28 años, fueron 
acusadas por la alcaldesa del municipio Guajira Indira Fernández de alterar el orden 
público frente a su residencia.

 El 29 de abril, Elba se dirigió a un centro de salud para solicitar una am-
bulancia que trasladara a un pariente que había tenido un accidente. Al no obtener 
respuesta, un grupo de familiares se aproximó a la casa de la alcaldesa para pedir ese 
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apoyo. Días después, el 3 de mayo, una hermana de la alcaldesa se encontró con Elba 
en un mercado y discutieron. Ante esta situación, Anarelys se interpuso, golpeando a 
la otra mujer.

 Debido a estos acontecimientos, la alcaldesa ordenó la detención de Elba 
y su hija, quienes fueron aprehendidas por funcionarios de la Policía Municipal de 
Guajira, permaneciendo recluidas en un comando del Cuerpo de Policía Bolivariana 
del Estado Zulia hasta el 5 de mayo, cuando fueron presentadas ante el Tribunal 
4º de Control ubicado en Maracaibo. El tribunal, a petición de la Fiscalía 18ª del 
Ministerio Público28, ordenó una medida cautelar de privación judicial preventiva 
de libertad, imputándolas por los delitos de lesiones intencionales menos graves, inti-
midación pública, obstaculización de las vías públicas, ultraje violento a funcionario 
y agavillamiento, tipificados en el Código Penal, e incitación al odio, previsto en el 
artículo 20 de la Ley contra el odio. Este artículo señala que “Quien públicamente o 
mediante cualquier medio apto para su difusión pública fomente, promueva o incite al 
odio, la discriminación o la violencia contra una persona o conjunto de personas, en razón 
de su pertenencia real o presunta a determinado grupos social, étnico, religioso, político, de 
orientación sexual, de identidad de género, de expresión de género o cualquier otro motivo 
discriminatorio será sancionado con prisión de diez a veinte años, sin perjuicio de la res-
ponsabilidad civil y disciplinaria por los daños causados.”

 El 18 de junio de 2018 el Tribunal 4º de Control, a solicitud de la Fiscalía 
18ª, declaró la sustitución de la medida cautelar de privación de libertad, por la pre-
sentación cada 30 días ante el tribunal y la prohibición de salida del país. Nosotros 
hemos asistido a Elba y Anarelys en este proceso penal, y en tal sentido, hemos solici-
tado al Ministerio Público que concluya la investigación, pues el plazo que establece 
la ley para esta tarea ya feneció. Esta situación condena a Elba y Anarelys a estar de 
forma indefinida a la orden del tribunal.

 Es preciso mencionar que Elba es militante del Partido Socialista Unido 
de Venezuela y apoyó a la alcaldesa en la campaña para la elección de la alcaldesa en 
201729. Por su parte, Anarelys es maestra en la Escuela Arquidiocesana San Francisco de 
Asís en Sinamaica. Como consecuencia de la detención arbitraria, la escuela, ubicada 
en una zona de mayoría indígena y de bajos recursos, quedó sin una de sus maestras 
durante más de 40 días. Los alumnos, todos niños de segundo grado, entre 7 y 8 años 
de edad, vieron interrumpidas sus clases. En total, 34 niños fueron afectados por esta 
detención arbitraria.

 Reiteramos, por esta evidencia, que la Ley contra el odio solo tiene como fin 
perseguir a la disidencia política, penalizando sin justificación y de manera despropor-
cionada las libertades civiles y políticas, entre otras, la libre expresión del pensamiento 
y la manifestación pacífica, fundamentales para la democracia.
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2.2. Detención de periodistas extranjeros
 En horas de la mañana del viernes 14 de septiembre, se reportó la detención 
de tres periodistas extranjeros en el paso fronterizo de Paraguachón en la Guajira por 
parte de funcionarios de la GNB. Los detenidos quedaron identificados como Laura 
Saravia30, de nacionalidad argentina y británica, el camarógrafo Barnaby Green31, y 
el productor Dan Rivers32, ambos de nacionalidad británica, quienes trabajan para el 
canal de noticias ITV News de Londres.
 
 Dan, excorresponsal de CNN Internacional se encontraba en el país con su 
equipo, Laura y Barnaby, para realizar un reporte sobre la situación en Maracaibo33. 
Los periodistas estuvieron detenidos en la comandancia de la GNB en Puerto Guerre-
ro, próxima al río Limón en la Guajira venezolana. No obstante, según posteriores de-
claraciones de Laura, el lugar de detención habría sido la sede del Sebin en Maracaibo, 
donde permanecieron unas 14 horas34 . En la noche fueron deportados y trasladados 
a Colombia por la vía de Paraguachón.

 Al acercarnos a la sede del Sebin en Maracaibo el 14 de septiembre para 
informarnos sobre la situación, constatamos que desde el miércoles 12 de septiembre 
allí se encontraban recluidos los conductores y el guía de los periodistas, tras ser dete-
nidos en la alcabala de la GNB en Paila Negra, ubicada en la ruta hacia el puente sobre 
el Río Limón, donde planeaban encontrarse. Los detenidos quedaron identificados 
como Richard Micel, Keneth Kladnik y Eduardo Hernández Ocando, todos de nacio-
nalidad venezolana. Mientras estuvimos en esa sede un familiar de ellos nos advirtió 
que tenían prohibido establecer contacto con nosotros.

 Es preciso acotar que para el momento de la aprehensión de los periodistas, 
los choferes y el guía no habían sido presentados ante tribunales y el Ministerio Pú-
blico no estaba al tanto de su detención. Ante esta circunstancia, el 17 de septiembre 
denunciamos los hechos ante el Ministerio Público alertando sobre la arbitrariedad 
de las detenciones y exigiendo la liberación inmediata de los conductores y el guía. 
Por su parte, los familiares y abogados de Richard, Kenneth y Eduardo conversaron 
con funcionarios del Sebin para lograr su liberación, pero no la obtuvieron. El 16 
de septiembre, más de 48 horas después de haber sido detenidos, fueron presentados 
ante el Tribunal 10º de Control en Maracaibo. El Ministerio Público solicitó su 
traslado a la sede del Sebin en Caracas, donde aún se encuentran. Durante el traslado 
hubo un accidente en el que resultaron heridos los choferes y el guía, y murió uno de 
los funcionarios35.

2.3. Papel prensa
 La situación de la prensa escrita en la región zuliana ha empeorado. En los 
informes anuales de 2016 y 2017 reportamos que los diarios El Regional del Zulia, La 
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Verdad y Qué Pasa dejaron de circular durante días por falta de papel. Desde el 23 de 
diciembre de 2017 El Regional del Zulia, único diario de la Costa Oriental del Lago, 
no ha podido imprimirse por falta de planchas36. En 2018 la crisis se agudizó, dejando 
fuera de circulación de forma definitiva a los diarios Qué Pasa (17 de marzo37), Versión 
Final (29 de junio), y La Verdad (1 de julio). Al dejar de circular La Verdad, el semana-
rio de la Universidad del Zulia, encartado los domingos en este diario desde 1998, se 
imprimió hasta finales de junio38. En el caso de Versión Final, el 11 de marzo dejó de 
circular de forma temporal39, y en mayo pasó a tener circulación semanal40, hasta que 
a mediados de año no se imprimió más41. En toda la región zuliana, solo se imprime 
un diario, Panorama.

 Como ya hemos denunciado, estas circunstancias son el resultado del mo-
nopolio en la importación y distribución del papel periódico que ostenta la empresa 
estatal nacional Complejo Editorial Alfredo Maneiro. De esta forma, se restringe por 
medios indirectos la libertad de prensa y el derecho de toda la sociedad a estar infor-
mada, contraviniendo lo previsto en la Constitución de la República que declara que 
“Toda persona tiene derecho a expresar libremente sus pensamientos, sus ideas u opiniones 
de viva voz, por escrito o mediante cualquier otra forma de expresión, y de hacer uso para 
ello de cualquier medio de comunicación y difusión, sin que pueda establecerse censura” 
(artículo 57), y además, que “La comunicación es libre y plural”, y por tanto, “Toda 
persona tiene derecho a la información oportuna, veraz e imparcial, sin censura” (artí-
culo 58). También, la práctica contradice el artículo 19.2 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, cuyo texto establece que “Toda persona tiene derecho a 
la libertad de expresión; este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir 
informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por 
escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.”

2.4. Bloqueo de acceso a páginas web: el caso de Noticia al día
 Otro método de censura contra la libertad de información que ha sido apli-
cado en el país ha sido el bloqueo en el acceso a ciertos portales web de noticias. Entre 
los días 6 y 7 de junio de 2018, Cantv bloqueó el acceso a sus usuarios de los sitios web 
de La Patilla, El Pitazo, y El Nacional. Desde noviembre de 2017 tampoco es posible 
acceder al portal web de Noticia al día, uno de los medios de comunicación con mayor 
alcance de la región zuliana.

 La obligación de respetar la libre comunicación sobre cuestiones públicas y 
políticas, en específico a través de internet, está contenida en la Declaración conjunta 
sobre libertad de expresión e internet42 , suscrita por el Relator Especial de las Naciones 
Unidas para la Libertad de Opinión y de Expresión, la Representante para la Libertad 
de los Medios de Comunicación de la Organización para la Seguridad y la Coopera-
ción en Europa, la Relatora Especial de la Organización de Estados Americanos para 
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la Libertad de Expresión y la Relatora Especial sobre Libertad de Expresión y Acceso 
a la Información de la Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, se 
destaca que la libertad de expresión aplica a internet al igual que al resto de los medios 
de comunicación. El apartado 3.a de la declaración especifica que “El bloqueo obliga-
torio de sitios web enteros, direcciones IP, puertos, protocolos de red o ciertos tipos de usos 
(como las redes sociales) constituye una medida extrema —análoga a la prohibición de un 
periódico o una emisora de radio o televisión— que solo podría estar justificada conforme 
a estándares internacionales, por ejemplo, cuando sea necesaria para proteger a menores del 
abuso sexual.” En este sentido, la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que “Los bloqueos 
temporales o parciales afectan el ejercicio de los derechos humanos en línea, constituyendo 
restricciones a dichos derechos.” 43

 Los bloqueos arbitrarios e ilegales de contenido en internet representan una 
restricción inadmisible a la libertad de expresión y, además, limitan el resto de los 
derechos para los cuales esta libertad es clave.

 El Instituto Prensa y Sociedad (Ipys) ha registrado el bloqueo de una canti-
dad significativa de páginas web en Venezuela a través de una técnica de censura que 
consiste en el bloqueo de DNS. Este tipo de bloqueo es el que afecta al portal web de 
Noticia al Día. Entre tanto, los aplicados durante el mes de junio de 2018 representan 
la introducción de una nueva tecnología de censura en internet al ser los primeros blo-
queos por HTTP registrados en el país. Esto indica una profundización en la política 
y tecnología aplicada.

 Póngamoslo así: la información que deseas está en la biblioteca de El Pitazo. 
Para acceder a esa información en un día cualquiera, simplemente identificarías el 
nombre de la biblioteca a la que quieres entrar —el dominio (por ejemplo, www.elpi-
tazo.com)— y entrarías al edificio donde está la información deseada (el servidor). Un 
día fuiste donde pensabas que estaba la biblioteca El Pitazo —introduces el dominio 
www.elpitazo.com al navegador— pero esta vez el edificio ya no lleva señalización y 
hay un empleado de Cantv que dice “estás en la biblioteca equivocada” y te redirige 
hacia otra biblioteca vacía o con información no deseada. Este método de bloqueo 
equivale al bloqueo por DNS, donde los servidores del sistema de nombres de domi-
nios (DNS) responden de manera errónea a la solicitud del IP (www.elpitazo.com) 
correspondiente al dominio bloqueado.

 Al día siguiente intentas ir de nuevo a la biblioteca El Pitazo. Al llegar, te 
percatas de que la señalización está intacta y has llegado al lugar indicado. Sin embar-
go, esta vez el empleado de Cantv está acompañado por policías que no te permiten 
entrar a la biblioteca para acceder a la información que tanto deseas. Te dicen que “está 
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cerrado por mantenimiento” o que “a esa hora no abre la biblioteca”. Este método de 
bloqueo equivale a un bloqueo por HTTP, donde se impide dar respuesta a solicitudes 
que buscan acceder a información alojada en los servidores de las páginas bloqueadas, 
reemplazando el contenido de la página con una respuesta de error genérica.

 Ante estas circunstancias, en Codhez compartimos44 cinco maneras de de-
rrotar la censura digital del gobierno nacional que nos recomienda Espacio Público45, 
organización dedicada a la defensa y promoción de la libertad de expresión, el derecho 
a la información, y la responsabilidad social en los medios de comunicación:

Utiliza un proxy: Un servidor proxy te permite acceder de manera anónima 
a contenido censurado. Todo lo que tienes que hacer es acceder a una de las 
siguientes páginas web de servidores proxy gratuitos e ingresar el dominio del 
sitio que deseas navegar: www.proxfree.com, www.dontblockme.org, www.hi-
dingnow.us.

Utiliza el traductor de Google: El traductor de Google utiliza un servicio proxy. 
Si ves la página que quieres acceder en el idioma original a través de Google, 
podrás evadir la censura. Todo lo que tienes que hacer es copiar la dirección de 
esa página bloqueada en el traductor de Google.

Utiliza una red privada virtual (VPN): Los VPN nos permite navegar en inter-
net como si nuestra computadora o dispositivo estuviese en otro país, permi-
tiéndonos acceso a la información bloqueada. Al utilizar un VPN nuestra co-
nexión a internet es encriptada y secreta. Hay muchos servicios VPN, algunos 
de los más populares y gratuitos son Tunnelbear, Windscribe, CyberGhost, y 
Hide.me. También puedes utilizar el navegador de software libre Opera, que 
viene con un servicio VPN incluido.

Utiliza el navegador Tor: Activistas por un internet libre han creado un nave-
gador (como Internet Explorer, Google Chrome, o Mozilla Firefox) que nos 
permite mantener la anonimidad al usar el internet y acceder a contenido 
restringido. Puedes descargar el navegador en www.torproject.org. Recuerda 
configurar Tor para ganarle a la censura: al abrirlo presiona ‘Configurar’, con-
firma que Tor es censurado en tu país, y escoge el puente ‘meek-azure’.

Utiliza HTTPS Everywhere: Puedes configurar tu navegador para que so-
lamente navegue a páginas que son seguras. Visita https://www.eff.org/
https-everywhere y descarga la extensión para tu navegador de preferencia. 
Aunque este método no garantiza que podrás derrotar la censura, si podría 
evitarlo en la ocasión de que sólo la versión no segura (http en vez de https) 
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de la página web esté censurada. Además, la extensión te ayuda a proteger tu 
privacidad mientras navegas en el internet.

 Evadir la censura digital en Venezuela es un reto para el ejercicio de todos 
los derechos. Si el Estado no respeta la libertad de expresión, es nuestra tarea luchar 
por restituirla.



Tres medios de comunicación impresos dejaron de circular en el Zulia durante 
2018: Qué Pasa (17 de marzo), Versión Final (29 de junio), y La Verdad (1 de 
julio). En toda la región sólo se imprime un diario: Panorama.



Durante 2018 la Asamblea Nacional Constituyente ha continuado siendo utili-
zada como instrumento para imponer el proyecto político-ideológico de la coali-
ción de gobierno. Un amplio sector de la población mantiene su rechazo.
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CAPÍTULO II 
DERECHOS POLÍTICOS EN EL CONTEXTO DE LA 

ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE

1. Elecciones presidenciales y de concejales
 El uso de la Asamblea Nacional Constituyente como instrumento para 
imponer el proyecto político-ideológico de la coalición de gobierno ha supuesto la 
violación sistemática a los derechos políticos. No solo por el desconocimiento a la 
Asamblea Nacional, sino porque, al igual que en 2017, la Asamblea Nacional Cons-
tituyente convocó a elecciones que, además, se realizaron contraviniendo los requeri-
mientos previstos en la Constitución de la República. Tanto las elecciones presiden-
ciales como las municipales —las primeras adelantadas y las segundas con un retraso 
de dos años— se caracterizaron por el ventajismo electoral y el control de los votantes 
a través del carnet de la patria.

 El ventajismo se evidenció, entre otras prácticas, en la inhabilitación de po-
tenciales candidatos y de partidos políticos, y en la reducción de los plazos del crono-
grama electoral y las auditorías correspondientes. Por otra parte, en las adyacencias de 
los centros electorales el PSUV apostó unas mesas donde debían acudir los votantes 
con el carnet, a fin de llevar un registro de participación, con la promesa de asignar un 
bono46  y/o alimentos del programa CLAP —destacándose los casos de los municipios 
Guajira47 y Santa Rita48.

2. Leyes constitucionales de la Asamblea Nacional Constituyente
 Durante 2018 la Asamblea Nacional Constituyente continuó dictando leyes 
constitucionales, minando la vigencia de la Constitución y los derechos previstos en 
ella: Ley Constitucional contra la Guerra Económica para la Racionalidad y Uniformidad 
en la Adquisición de Bienes, Servicios y Obras Públicas (Gaceta Oficial de la República 
número 41.318, de 11 de enero de 2018); Ley Constitucional del Comité Local de 
Abastecimiento y Producción (Gaceta Oficial de la República número 41.330, de 29 de 
enero de 2018); Ley Constitucional de los Consejos Productivos de Trabajadoras y Traba-
jadores (Gaceta Oficial de la República número 41.336, de 6 de febrero de 2018).

 Además, se dictaron los siguientes decretos constituyentes, todos relativos al 
ámbito económico-financiero: Decreto Constituyente sobre Criptoactivos y la Criptomo-
neda Soberana Petro (Gaceta Oficial de la República número 6.370 extraordinario, de 
9 de abril de 2018); Decreto Constituyente mediante el cual se respalda el inicio del nuevo 
Cono Monetario a partir del día lunes 20 de agosto de 2018 y la supresión de cinco ceros 
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en las denominaciones del Cono Monetario actual, a objeto de brindar mayor fortaleza y 
estabilidad del Bolívar Soberano, cuyo valor referencial estará anclado al valor del Petro, 
el cual estará asociado al precio del barril de petróleo venezolano (Gaceta Oficial de la 
República número 41.452, de 2 de agosto de 2018); Decreto Constituyente mediante el 
cual se establece la Derogatoria del Régimen Cambiario y sus Ilícitos (Gaceta Oficial de la 
República número 41.452, de 2 de agosto de 2018); Decreto Constituyente mediante el 
cual se establece el Régimen Temporal de Pago de Anticipo del Impuesto al Valor Agregado 
e Impuesto sobre la Renta para los Sujetos Pasivos Calificados como Especiales que se de-
diquen a realizar actividad económica distinta de la explotación de minas, hidrocarburos 
y actividades conexas, y no sean perceptores de regalías derivadas de dichas explotaciones 
(Gaceta Oficial de la República número 6.396 extraordinario, de 21 de agosto de 
2018); Decreto Constituyente que reforma el Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley de 
Impuesto a las Grandes Transacciones Financieras (Gaceta Oficial de la República nú-
mero 6.396 extraordinario, 21 de agosto de 2018); y Decreto Constituyente mediante el 
cual se Reforma la Ley que establece el Impuesto al Valor Agregado (Gaceta Oficial de la 
República número 6.396 extraordinario, 21 de agosto de 2018).





El Estado tiene la obligación de investigar y sancionar las violaciones a los dere-
chos humanos cometidas por sus agentes. De no hacerlo, propicia la impunidad. 
Durante 2018 se mantuvieron prácticas contrarias a este mandato.
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CAPÍTULO III 
DERECHOS A LA INTEGRIDAD PERSONAL, LA VIDA 

Y LA SEGURIDAD CIUDADANA

1. Estándares normativos sobre el derecho a la vida
 El derecho a la vida es una condición previa necesaria para la realización del 
resto de los derechos humanos. Este derecho, que tiene toda persona, está asegurado 
en el artículo 43 de la Constitución de la República. Allí se prevé que el derecho a la 
vida es inviolable, lo que significa que nadie puede ser privado de forma arbitraria de 
su vida —según los términos de la Convención Americana de Derechos Humanos 
(artículo 4) y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 6), cuyas 
normas forman parte del orden constitucional venezolano, de conformidad con el 
artículo 23. En consideración a ello, el artículo 43 señala de forma expresa que nin-
guna ley puede establecer la pena de muerte, y en cualquier caso, ninguna autoridad 
tiene la potestad de aplicarla. Asimismo, el mandato constitucional implica que el 
Estado tiene la obligación de proteger a las personas que se encuentran privadas de su 
libertad, prestando el servicio militar o civil, o sometidas a su autoridad de cualquier 
forma. De forma correspondiente, el artículo 45 prohíbe, aún en una situación de 
emergencia que restrinja garantías a los derechos, que se practique, permita o tolere la 
desaparición forzada de personas.

 Este precepto, como todo mandamiento constitucional, debe interpretarse 
atendiendo a los principios previstos en el artículo 19 de la Constitución de la Repúbli-
ca: no discriminación, progresividad, irrenunciabilidad, interdependencia e indivisibili-
dad de los derechos humanos. También, de conformidad con el artículo 25 eiusdem, se-
gún el cual los funcionarios que incurran en actos que violen o menoscaben los derechos 
humanos son responsables sin que les sirvan de excusas órdenes superiores. De hecho, 
los funcionarios que reciban órdenes de este tipo están obligados a desobedecerlas.

 El Estado, para hacer efectiva esa responsabilidad, está obligado a investigar 
y sancionar los delitos contra los derechos humanos cometidos por sus autoridades, y 
en consecuencia, indemnizar de forma integral a las víctimas y sus derechohabientes.

 La responsabilidad del Estado, entonces, comprende la acción o la omisión 
de sus agentes. Es común que los perpetradores de las violaciones al derecho a la vida 
sean funcionarios, y en estos casos, no es relevante la jerarquía del transgresor, ni es ne-
cesario probar su grado de culpabilidad o si hubo o no intencionalidad. La responsabi-
lidad del Estado tampoco depende de que se logre identificar o no de forma individual 
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al agresor. Asimismo, el Estado es responsable por conductas de terceros-particulares 
que cuenten con su apoyo, tolerancia o aprovechen su omisión, o cuando se encuentre 
en posición de garante.

 De estos planteamientos se siguen tres obligaciones que debe guardar el Es-
tado con respecto al derecho a la vida. Las obligaciones de prevenir, investigar y san-
cionar, y reparar de forma integral a las víctimas.

 La obligación de prevención, cuya base son los Principios sobre la Efecti-
va Prevención e Investigación de Ejecuciones Extrajudiciales, Arbitrarias y Sumarias de 
Naciones Unidas, acordados por el Consejo Económico y Social de Naciones Unidas 
mediante la Resolución 1989/65, de 24 de mayo de 1989, implica (i) la existencia de 
medidas jurídicas, políticas, administrativas y culturales que promuevan la salvaguar-
da del derecho a la vida, y que asegure que las eventuales violaciones sean sancionadas, 
y las víctimas sean indemnizadas; y (ii) la previsión de procedimientos efectivos para 
investigar circunstancias en las que podría darse una violación del derecho a la vida. 
Situaciones de impunidad, entonces, son una violación a la obligación de prevenir.

 La obligación de investigación y sanción exige la investigación y sanción a 
los responsables, pues de lo contrario habría incentivos para la reincidencia. El Estado 
es responsable cuando no investiga ni sanciona la privación del derecho a la vida por 
instituciones independientes e imparciales.

 La obligación de reparación integral consiste en la indemnización monetaria 
a familiares, incluyendo daño emergente, lucro cesante y el proyecto de vida de la 
persona cuya vida fue despojada de manera arbitraria. Otras reparaciones pueden con-
sistir en (i) el establecimiento de delitos en la legislación (por ejemplo, la desaparición 
forzada); (ii) la lucha contra la impunidad, investigando, identificando y sancionando 
a los responsables; y (iii) la ubicación de los restos mortales de la persona víctima de 
la privación de la vida (por ejemplo, el diseño e implementación de un plan de exhu-
mación para sepultar conforme a tradiciones y costumbres de una comunidad).

 Con relación a estas obligaciones del Estado, es necesario presentar ciertas 
consideraciones sobre las ejecuciones extrajudiciales y el uso de la fuerza. Al respecto, 
se distingue entre la prohibición de la privación arbitraria de la vida y situaciones de 
privación legal. De la prohibición de privar de forma arbitraria de la vida se siguen las 
obligaciones de no cometer ejecuciones arbitrarias, y de prevenir, investigar, sancionar 
y reparar en caso de una ejecución extrajudicial. Las privaciones legales se refieren a 
casos de uso excepcional, necesario, razonable, proporcional y justificado de la fuerza 
por agentes del orden público para salvar la vida de personas.
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 Los casos en los que pueden usarse armas de fuego se encuentran referidos en 
los Principios básicos sobre el empleo de la fuerza y de armas de fuego por parte de oficiales 
encargados de hacer cumplir la ley (1990): (i) las armas de fuego podrán usarse de forma 
excepcional en caso de defensa propia o de otras personas, en caso de peligro inminente 
de muerte o lesiones graves, o con el propósito de evitar la comisión de un delito de 
particular gravedad que entrañe una seria amenaza para la vida, o con el objeto de dete-
ner a una persona que represente ese peligro y oponga resistencia a su autoridad, o para 
impedir su fuga, y sólo en caso de que resulten insuficientes medidas menos extremas 
para lograr dichos objetivos; y (ii) en cualquier caso, sólo se podrá hacer uso intencional 
de armas letales cuando sea estrictamente inevitable para proteger una vida.

 Según la Corte IDH, los estándares para el uso de la fuerza por cuerpos 
policiales son los siguientes: (i) excepcional, planeado y limitado proporcionalmente 
por las autoridades, de tal forma que sea el último recurso, cuando se hayan agotado 
y fracasado los demás medios de control; (ii) se debe prohibir como regla general el 
uso de la fuerza letal y las armas de fuego, y su uso debe estar formulado por ley y ser 
interpretado restrictivamente, de tal forma que no exceda al absolutamente necesario; 
(iii) debe ser proporcional y necesario, y debe atender al principio de humanidad; 
(iv) se requiere que la legislación interna establezca las pautas para la utilización de la 
fuerza letal y armas de fuego por parte de los agentes del Estado; (v) Que en caso del 
uso de las armas de fuego con consecuencias letales, debe iniciarse una investigación 
seria, independiente, imparcial y efectiva sobre ella.

 En caso de ejecución extrajudicial, la obligación de investigar y sancionar 
debe seguir las pautas del Protocolo de Minnesota sobre la investigación de potenciales 
muertes ilícitas (2016) —versión revisada del Manual sobre la Prevención e Investigación 
Efectiva de Ejecuciones Extrajudiciales, Arbitrarias y Sumarias de Naciones Unidas)—, 
que exige: (i) identificar a la víctima; (ii) recuperar y preservar el material probatorio 
relacionado con la muerte de la víctima; (iii) identificar posibles testigos y obtener sus 
declaraciones; (iv) identificar la causa, forma, lugar y momento de la muerte, al igual 
que la existencia de algún patrón que pueda haberla causado; (v) distinguir los casos de 
muerte natural, accidental, suicidio y homicidio; y, (vi) investigar con exhaustividad la 
escena del crimen, realizar autopsias y análisis de restos humanos, en forma rigurosa, 
por profesionales competentes y empleando los procedimientos más adecuados.

 La Corte IDH, además, ha sostenido que (i) la investigación debe ser ini-
ciada de oficio y sin dilación; debe ser seria, imparcial y efectiva; debe permitir la 
participación y el derecho a ser oído de las víctimas y sus familiares durante todas las 
etapas del proceso (investigación, sanción y en la búsqueda de la compensación); y 
(ii) la obligación de investigar no recae en las víctimas; todo lo contrario, la carga de 
encontrar la verdad es siempre del Estado.
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2. El caso de la Operación Gedeón
 Durante 2018 el Estado venezolano desarrolló una política de ejecuciones 
extrajudiciales justificadas en diferentes circunstancias. El caso más conocido fue la 
Operación Gedeón, llevada a cabo el 15 de enero por funcionarios pertenecientes a 
las Fuerzas de Acciones Especiales de la Policía Nacional, la Dirección General de 
Contrainteligencia Militar y la Guardia Nacional, dirigida por el Ministro del Poder 
Popular para Relaciones Interiores, Justicia y Paz, Néstor Reverol49. El operativo se 
llevó a cabo en contra de un grupo armado de 12 personas que se encontraban en 
un chalet ubicado en El Junquito, una localidad próxima a Caracas. Como resultado 
del uso de la fuerza empleada, murieron nueve personas y el lugar fue reducido a 
escombros. Murieron Óscar Pérez, líder del grupo armado, y cinco personas que lo 
acompañaban —entre ellos tres jóvenes zulianos—, dos agentes policiales y el líder del 
colectivo progobierno Tres Raíces.

 Mensajes y videos compartidos en redes sociales por Óscar Pérez y su grupo 
el día de los hechos, donde señalaban que estaban dispuestos a rendirse, permiten 
presumir que el Estado se excedió en el uso de la fuerza.

 El Relator Especial de Naciones Unidas sobre las ejecuciones extrajudiciales, 
sumarias o arbitrarias en el informe A/66/330, publicado el 30 de agosto de 2011, 
sostuvo que “una decisión que se adopta por anticipado y que descarta la posibilidad de 
ofrecer o aceptar la oportunidad de rendirse, determina la ilegalidad de dichas operacio-
nes”. Además, en este documento se establece que “deberían investigarse todos los casos 
en que se haya utilizado la fuerza letal mediante un proceso eficaz y, cuando proceda, 
aquellos que han violado el derecho a la vida deberían rendir cuentas”.

 En definitiva, los Estados tienen la obligación de investigar la privación del 
derecho a la vida, y de ser el caso castigar a los responsables, en especial cuando están 
involucrados agentes estatales. De no ser así, se estaría creando un contexto de impu-
nidad donde existen las condiciones para que este tipo de hechos se repita, lo que es 
contrario al deber de respetar y garantizar el derecho a la vida.

 En lo sucesivo ha sido notoria la opacidad con  la que el Estado ha manejado 
la investigación de las muertes. Las familias del grupo de Óscar Pérez declararon sobre 
las trabas para hacer el reconocimiento de los fallecidos y la entrega de los cuerpos, y 
además, la imposición de las condiciones del sepelio, obligando a efectuar ceremonias 
cerradas y con presencia de funcionarios militares. Los traslados de los cuerpos de 
Daniel Soto y los hermanos Abraham y Jairo Lugo al Zulia, así como el de Lisbeth 
Ramírez al estado Táchira, fueron realizados en un avión militar.

 Por otra parte, el padre de los hermanos Lugo manifestó haber sido objeto 
de amenazas y que su casa había sido allanada, temiendo por la integridad de su fami-



Situación general de los Derechos Humanos en el Zulia ~ Informe anual 2018 39

lia y por su vida. Este hostigamiento policial y militar generó temor de denunciar y 
expresarse. Ni el Fiscal General de la República, Tareck William Saab, ni el Defensor 
del Pueblo encargado, Alfredo Ruiz, emitieron declaraciones oficiales que permitan 
presumir que exista la intención de realizar una investigación parcial y objetiva.

 Desde Codhez, en su momento, hicimos un llamado a esclarecer todos los 
hechos vinculados a la ejecución de la Operación Gedeón, debido a que existen eviden-
cias que apuntan al uso desproporcionado de la fuerza, y por tanto, que se hayan co-
metido ejecuciones extrajudiciales. Asimismo, exigimos al Estado la adopción de me-
didas para garantizar una investigación imparcial, inmediata y transparente siguiendo 
el Protocolo de Minnesota así como realizar todos los esfuerzos para la preservación 
de las evidencias. También, demandamos al Estado la protección de los familiares de 
quienes murieron en la Operación Gedeón y evitar cualquier tipo de represalias contra 
quienes denuncien los hechos del 15 de enero y los días siguientes como violaciones 
graves de derechos humanos.

3. Política de ejecuciones extrajudiciales en el Zulia
 Durante 2018 se desarrolló una política de ejecuciones extrajudiciales en el 
Zulia que sigue la estructura y el discurso de la Operación de Liberación y Protección del 
Pueblo. Es decir, justificándose en las graves circunstancias de inseguridad ciudadana, 
se toman acciones que involucran prácticas de allanamientos, detenciones arbitrarias, 
torturas y ejecuciones extrajudiciales. Como resultado del monitoreo de medios de 
comunicación en el Zulia, así como de cuentas en redes sociales de organismos de 
seguridad50, encontramos que al menos 279 personas fueron asesinadas por comisio-
nes policiales y/o militares en supuestos enfrentamientos que, además, dejaron como 
saldo la muerte de 2 funcionarios.
 
 En promedio, se trataría de unas 5 muertes por semana. Solo en el muni-
cipio Maracaibo se produjeron 136 de estas muertes. Le siguen San Francisco (16), 
La Cañada de Urdaneta (15), Santa Rita (15), Lagunillas (14), Jesús Enrique Lossada 
(12), Rosario de Perijá (11), Simón Bolívar (11), Cabimas (9), Colón (8), Baralt (7), 
Jesús María Semprún (6), Mara (5), Miranda (3), Valmore Rodríguez (3), Machiques 
de Perijá (2), Guajira (2), Sucre (2), y Almirante Padilla (1)51. Solo en Catatumbo y 
Francisco Javier Pulgar no habría habido este tipo de situaciones reportadas por medios 
oficiales o la prensa. El Cuerpo de Policía Bolivariana del Estado Zulia (Cpbez) estuvo 
involucrado en 108 de estas muertes, mientras que el Cuerpo de Investigaciones Cien-
tíficas, Penales y Criminalísticas (Cicpc) en 79, la GNB en 45, y la PNB en 39.



4 de cada 10 personas en el Zulia no tienen acceso al agua en su hogar a través 
del servicio por tubería y deben recurrir a la provista por cisternas, pozos co-
munitarios o tomas externas. Las interrupciones de electricidad intensificaron 
las deficiencias en el suministro de agua potable durante todo 2018. Además, se 
sumó otro problema: la turbidez.
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CAPÍTULO IV 
EMERGENCIA HUMANITARIA COMPLEJA 

 Como hemos sostenido en los informes anuales de 2016 y 2017, la crisis 
venezolana es estructural, y en 2018 ha recrudecido tanto que ha sido calificada 
como una emergencia humanitaria compleja. El quebrantamiento del orden cons-
titucional y democrático ha tenido consecuencias devastadoras en la capacidad de 
las instituciones de gobierno para diseñar e implementar respuestas adecuadas a las 
urgencias sociales en un contexto hiperinflacionario con altas tasas de emigración. 
En todo el país la pobreza continúa incrementándose52, traduciéndose en mayores 
dificultades para la población en la procura de alimentos, la deficiencia crónica de 
los servicios de salud y educación, y otros servicios públicos como la electricidad, 
el agua potable y el aseo urbano, así como el colapso del sistema de transporte. El 
gobierno venezolano no reconoce esta emergencia humanitaria compleja, a pesar 
de la exigencia social de que se lleve a cabo un plan de asistencia humanitaria para 
detener el sufrimiento de la población.

1. Salud
1.1. Panorama general
 En el Zulia, los servicios de salud, cuya obligación corresponde al Estado 
venezolano, de conformidad con los artículos 83 al 85 de la Constitución de la Repú-
blica, se encuentran en pésimas condiciones, no sólo por la deficiente infraestructura 
de los centros hospitalarios, que no tienen garantizado el suministro de electricidad, 
agua potable o aseo urbano, sino por la falta de insumos y medicamentos, y la crecien-
te emigración de personal sanitario.

 En 2018, fuimos partícipes del Grupo Interdisciplinario de Emergencia Hu-
manitaria Compleja, que reportó sobre el estado del derecho a la salud en la región 
zuliana53. En el reporte se destaca lo siguiente:

paralización por falta de servicios esenciales. El 94% de los hospitales públicos 
del Zulia se encuentra en peligro de paralización por problemas como la alta 
escasez de insumos médicos, la renuncia de 2.400 médicos y otros profesio-
nales de la salud, y el alto deterioro de la infraestructura de los centros, de los 
cuales depende la mayor parte asistencia sanitaria disponible en la región.

fuera de servicio y 80% de las camas están inoperativas. Las áreas destinadas a 
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estos fines para adultos y niños presentan faltas graves de elementos esenciales 
como colchones, baños, climatización e iluminación.

por 95% de escasez de reactivos y renuncia del 76% de los bioanalistas.

Zulia. Existen solo 13 unidades que funcionan para todo el estado.

de 2018 fallecieron más de 30 embarazadas en el Zulia.

-
ciones respiratorias agudas y diarreas supera 60% en promedio.

mujeres y en 88% se ubica la escasez de anticonceptivos en el Zulia.

-
medio 6 meses sin recibir tratamiento.

las fallas de las máquinas y el suministro incompleto de medicamentos.

cuales están en etapa de SIDA, y el acceso a consulta especializada en VIH es 
precario.

costo de las bolsas de colostomía y la falta de especialistas para su condición.

está sometido a prácticas de criminalización y hostigamiento. Muchos son 
obligados a omitir datos en los registros.

1.2. Penalización de la protesta en los centros de salud
 Al igual que en 2017, la grave situación de los centros de salud dio pie 
a protestas. El 3 de mayo, el personal de enfermería del hospital Dr. Adolfo Pons 
de Maracaibo, bajo la administración del Instituto Venezolano de Seguros Sociales, 
protestó para exigir medidas que mejoren las condiciones de trabajo en ese recinto. 
Se denunciaron problemas en la infraestructura hospitalaria, y en específico, con las 
aguas servidas54.
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 Durante la mañana del 14 de mayo, médicos y obreros del Dr. Adolfo Pons 
se manifestaron por la carencia de insumos y el déficit de personal. Como medida 
de protesta, los trabajadores bloquearon el paso vehicular en la avenida Paúl Moreno 
(antes Fuerzas Armadas) con una ambulancia que se encontraba fuera de servicio. A 
la 1 de la tarde, funcionarios del Cuerpo de Policía Bolivariana del Estado Zulia se 
trasladaron el sitio y amenazaron con detener a los choferes de la ambulancia, argu-
mentando que protestar estaba prohibido. Para evitarlo, el personal del hospital formó 
un cordón. Los funcionarios policiales agredieron al personal del centro de salud y a 
pacientes, deteniendo a los choferes de la ambulancia y a dos residentes del posgrado 
de Medicina Interna y de Cirugía, quienes fueron trasladados al comando del Cuerpo 
de Policía Bolivariana del Estado Zulia ubicado en Irama55. La detención fue registra-
da en video y difundida en las redes sociales 56.

 Durante la noche los médicos fueron liberados57, quedando detenidos los 
dos choferes, quienes el 16 de mayo fueron llevados ante el Tribunal 9º de Control de 
Maracaibo, pesando sobre ellos una medida de presentación ante ese juzgado58, otra 
evidencia de la política de penalización de la protesta.

 Es preciso destacar que al día siguiente de la protesta, el 15 de mayo, el Go-
bernador del Estado Zulia, Omar Prieto, anunció la destitución de la directora del Dr. 
Adolfo Pons, señalando que “Rechazamos toda acción de violencia, utilizaron algunos 
implementos que son para la salud de los zulianos para tratar de hacer una guarimba y 
una barricada. Usaron una ambulancia de manera irresponsable y quiero formalmente 
acusar a la directora de ese Hospital ‘Pons’, que en horas de la tarde de ese mismo día fue 
denunciada ante el Ministerio Público por su acción irresponsable de poner en riesgo y 
exponer la vida de los médicos.”59

1.3. Caso de personas con VIH
 En el marco de la emergencia humanitaria compleja, las personas con pa-
decimientos crónicos son las más vulnerables. En el caso de las personas con VIH, la 
Fundación Azul Positivo ha afirmado que la adquisición de medicamentos antirretro-
virales sigue siendo un problema60.

 Se trata de medicamentos suministrados por el Estado a través del Instituto 
Venezolano de los Seguros Sociales, cuyo desabastecimiento ronda el 97%61. Al cierre 
del primer trimestre de 2018, el ministro de Salud, Luis López, no había iniciado los 
trámites para la compra de los antirretrovirales necesarios para el año, procedimiento 
que debió realizarse en julio de 201762. El desabastecimiento afecta a 9.300 personas 
(12% del total nacional)63, en particular, a 309 niños que necesitan la medicación64, 
y también, a quienes sufren accidentes de trabajo asociados con el VIH65. Esta escasez 
obliga a la emigración de personas con VIH: al primer trimestre del año entre 80 y 
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95 personas emigraron por semana hacia Colombia ante el temor de comprometer su 
salud y morir a causa de la falta de medicación. Según Azul Positivo, para entonces, al 
menos 65 familias afectadas emigraron66.

 Cabe resaltar que los medicamentos antirretrovirales no pueden suministrar-
se de forma individual sino de forma complementaria con otros. Según información 
consultada en centros de salud, entre 8 y 9 personas fallecen cada semana por infeccio-
nes oportunistas relacionadas con el VIH, a pesar de tratarse de muertes prevenibles. 
Asimismo, Azul Positivo ha denunciado que la actual gestión de la Secretaría de Salud 
de la Gobernación del Estado Zulia se ha negado a reunirse con las OSC dedicadas a 
este ámbito.

1.4. Caso de personas con insuficiencia renal
 En el Informe anual 2017 documentamos los reclamos de las personas con 
insuficiencia renal por la escasez de insumos y medicamentos, así como el deterioro 
de los centros de diálisis. En 2018, la situación alcanza los niveles más urgentes. Para 
febrero de 2018, la paralización del tratamiento en las unidades para diálisis provocó 
la muerte de, al menos, quince personas según reportes67, sin contar los casos de los 
fallecidos que aún no han sido denunciados en la prensa.

 La irregularidad e intermitencia en el suministro de los insumos, como los 
dializadores, pone en riesgo la vida de alrededor 16 mil venezolanos que dependen 
de los tratamientos que se realizan en los hospitales y unidades de diálisis extrahospi-
talarias. Según información extraoficial, 32 de los 129 centros de hemodiálisis distri-
buidos en todo el país, habrían dejado de prestar el servicio a pacientes renales en los 
estados Guárico, Lara, Portuguesa, Barinas, Zulia, Táchira, Mérida, Aragua, Anzoáte-
gui, Apure, Aragua, Miranda y Distrito Capital, debido a que se les agotó el inventario 
para garantizar la terapia que suplanta el funcionamiento de sus riñones.

 Codhez pudo comprobar la gravedad de la situación en el Estado Zulia68, en 
donde se reportaron cinco fallecidos a raíz de la falta de tratamiento para dializarse. 
Dos de los fallecidos eran atendidos en el Centro de Diálisis de Occidente (CDO), 
adscrito al Instituto Venezolano de los Seguros Sociales, donde se tratan 239 personas 
con insuficiencia renal. En el centro nos informaron que a diario notifican un inven-
tario de los insumos que requieren al Instituto Venezolano de los Seguros Sociales. Por 
su parte, los pacientes del CDO nos indicaron que de las 35 máquinas dializadoras 
que operan, 16 estaban dañadas.

 En la Unidad de Diálisis del Lago (Unidialca), la directora médica del cen-
tro, indicó que “Cuando llegan los insumos para la diálisis, llegan primero a Caracas y 
el almacén empieza a distribuir a todas las unidades del país”. Aular aseguró que, con 
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anterioridad, esta dotación alcanzaba para el tratamiento de dos a tres meses, pero 
ahora solo cubre dos semanas. En febrero, de las 20 máquinas dializadoras con las que 
cuenta este centro, 3 no funcionaban, una por falta de repuestos y las otras porque se 
encontraban a la espera de un técnico que reside en Valencia, pues en el Zulia no hay 
especialistas para la reparación de las máquinas dializadoras.

 El deterioro de los servicios públicos se suma a las complicaciones de las per-
sonas con insuficiencia renal, quienes se ven afectados por las fallas en los servicios de 
electricidad y agua potable en algunas unidades de diálisis. Por ejemplo, el 8 de marzo 
estalló un transformador que dejó sin electricidad a la Unidad Integral de Diálisis de 
Maracaibo, impidiendo su funcionamiento hasta el día siguiente69.

 La falta de tratamiento de diálisis es mortal para los pacientes renales, pues 
solo así pueden eliminar las sustancias tóxicas del sistema sanguíneo que quedan re-
tenidas a causa de la insuficiencia renal. Según la Organización Mundial de la Salud 
entre las enfermedades catastróficas, de alto costo, riesgo y largo plazo se encuentran 
la insuficiencia renal crónica terminal, que requiere un tratamiento de por vida.

 El Estado venezolano tiene obligaciones que cumplir en materia de salud 
que se relacionan directamente con el tratamiento de diálisis para los pacientes re-
nales. Estas obligaciones están contempladas en el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, la Constitución de la República y la legislación 
nacional sobre salud: la Ley Orgánica de la Salud, la Ley Orgánica del Sistema de 
Seguridad Social y la Ley de Unidades de Diálisis.

 En definitiva, la carencia de suministro de insumos a cargo del Instituto 
Venezolano de los Seguros Sociales, la falta de unidades de diálisis, los problemas con 
el servicio técnico para su mantenimiento, así como la falla en los servicios públicos, 
ha llevado al extremo la situación de las personas con insuficiencia renal, complicando 
su cuadro de salud y ocasionando muertes prevenibles.

1.5. Caso de esclerosis múltiple
 El Estado debe garantizar atención prioritaria a las personas con enferme-
dades crónicas, entre ellas, quienes padecen de esclerosis múltiple. Liliana Higuera, 
una maestra rural diagnosticada con esta enfermedad que amerita tratamiento de por 
vida, no ha recibido su medicación por parte del Instituto Venezolano de los Seguros 
Sociales desde hace más de dos años.

 Ante su situación, en alianza con la organización Defiende Venezuela, consi-
deramos pertinente interponer una demanda por omisión, demora o deficiente pres-
tación de servicio público, considerando que el Instituto Venezolano de los Seguros 
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Sociales presta el servicio que consiste en suministrar tratamiento médico a personas 
con enfermedades crónicas y de alto costo, incluyendo, entre otros padecimientos, 
cáncer, hepatitis tipo c, hemofilia y esclerosis múltiple. La demanda, interpuesta con 
una petición de amparo cautelar, fue admitida a trámite el 1 de octubre por el Tribunal 
3º de los Municipios Maracaibo, Jesús Enrique Lossada y San Francisco, ordenando el 
21 de noviembre al Instituto Venezolano de los Seguros Sociales la entrega inmediata 
del medicamento de alto costo o un sucedáneo provisional a la maestra Liliana, de 
conformidad con los artículos 26, 27, 43 y 83 de la Constitución de la República.

 La petición de amparo cautelar se invocó en razón de la urgencia del caso, 
requiriéndose que el Estado cumpla con su obligación de proteger de manera expedita 
el derecho humano a la salud y la garantía constitucional del sistema de seguridad 
social, pues la situación amenaza con gravedad el derecho a la vida.

 Antes de acudir al tribunal se agotaron las vías administrativas correspon-
dientes para la exigencia de la entrega de medicamentos a través de la farmacia de alto 
costo del Instituto Venezolano de los Seguros Sociales, pero nunca se obtuvo respues-
ta. La medida del tribunal ordena la notificación de la jefa de la oficina del IVSS de 
Maracaibo, Vanessa Pérez, y al director o representante de la farmacia de alto costo, 
para que procedan a hacer la prestación efectiva del tratamiento médico.

 No obstante, a pesar de las diligencias que se han realizado hasta el momen-
to, la medida no ha podido ser ejecutada debido a deficiencias en la prestación del 
servicio de justicia —entre otras causas, resalta el hecho de que el tribunal no cuenta 
con papelería para imprimir los oficios de notificación.

2. Seguridad alimentaria
 El contexto hiperinflacionario ha afectado cada vez más tanto la accesibi-
lidad como la disponibilidad de alimentos, generando una situación de inseguridad 
alimentaria sin que el Estado venezolano haya diseñado ni implementado medidas 
idóneas, limitándose a decretar ineficientes regulaciones sobre los precios y adoptar 
una política de subsidio directo que ha sido instrumentada como control social.

 Durante 2018 decidimos investigar sobre el estado de la seguridad alimenta-
ria en Maracaibo. Con ese propósito diseñamos una encuesta, realizada a 800 hogares 
pertenecientes a los estratos socioeconómicos A-B, C, D y E en las 18 parroquias que 
conforman el municipio Maracaibo, entre el 30 de agosto y el 6 de septiembre de 
2018, tomando como referencia la ELCSA. Los resultados los reportamos durante 
octubre y noviembre en los siguientes reportes temáticos:
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Informe sobre la Escala Latinoamericana y Caribeña de Seguridad Alimentaria: 
este documento contiene los resultados de aplicar la Escala Latinoamericana 
y Caribeña de Seguridad Alimentaria (ELCSA) en la ciudad, y encontramos, 
entre otros datos destacables, que 3 de cada 4 hogares de Maracaibo están 
afectados por el hambre.

Informe sobre calidad de la alimentación: 8 de cada 10 hogares de Maracaibo re-
porta que tanto adultos como niños están alimentándose mal, afirmando que 
alguna vez en los últimos tres meses han tenido una alimentación no saludable 
y basada en poca variedad de alimentos. Esta percepción se ratifica con los 
hábitos de consumo de las familias marabinas: proteínas como granos y carnes 
de pollo y res solo se consumen en el almuerzo, y apenas en 8% de los hogares.

Informe sobre parroquias: hace referencia a las parroquias con mayor insegu-
ridad alimentaria en la ciudad: Bolívar, Cacique Mara, Idelfonso Vásquez, 
Manuel Dagnino y Venancio Pulgar. En todas ellas, el 100% de los hogares 
encuestados reportó que alguna vez en los últimos tres meses: (i) se preocupó 
porque los alimentos se acabaran; (ii) se quedó sin alimentos; (iii) los adultos 
dejaron de hacer una comida; y (iv) los adultos tuvieron una alimentación no 
saludable. Asimismo, más del 90% de los hogares de estas parroquias señaló 
que (v) tanto niños como adultos sintieron hambre pero no comieron, con 
excepción de Bolívar, donde esto ocurrió con respecto a los niños en 83% de 
los casos; (vi) los niños tuvieron una alimentación no saludable —excluyendo 
a Bolívar, 88%—; y (vii) los niños tuvieron una alimentación poco variada.

Informe sobre ayuda de emigrantes: este documento se refiere a la ayuda de emi-
grantes a sus familiares, y encontramos, entre otros datos destacables, que 1 de 
cada 2 hogares de Maracaibo recibe remesas para alimentarse.

 Los resultados en detalle se desarrollan en el informe Seguridad alimentaria 
en Maracaibo, publicado como complemento de este Informe anual 2018.

 Por otra parte, como ocurre en otros campos, persiste la desinformación 
oficial sobre la desnutrición. El Zulia es uno de los estados con mayor índice de desnu-
trición en el país según estudios realizados por Cáritas Venezuela. Las parroquias de la 
región zuliana fueron las primeras donde esta organización registró una tasa promedio 
de desnutrición aguda global mayor al 15%, siendo el primer estado en alcanzar el 
umbral crítico de emergencia humanitaria en septiembre de 201770. Para el período 
octubre-diciembre de 2018, la tasa de desnutrición aguda global en el Zulia fue del 
17,6%, tratándose del estado con el segundo peor desempeño, tras Vargas, cuya tasa 
promedio se ubica en 22,7%, y por encima de Sucre, con 8,6%71.
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 Algunas OSC se han dedicado a la asistencia nutricional de ciertos sectores 
de la población. Por ejemplo, la Fundación Ángeles Chiquinquireños durante 2018 
atendió a 82 niños con desnutrición moderada a grave en su programa de recupera-
ción nutricional72.

3. Crisis de servicios públicos
 Durante 2018 la crisis en la prestación de servicios públicos se hizo crónica, 
sobre todo en el caso de la electricidad y el agua potable. Las interrupciones del servi-
cio eléctrico se hicieron cotidianas. Los apagones generales, muy recurrentes durante 
el primer semestre del año, se prolongaron durante horas afectando la calidad de vida 
de los zulianos. Las fallas en el servicio de agua potable también se intensificaron, y en 
específico en el segundo semestre, fue notable su turbidez en la zona de Maracaibo.

3.1. Emergencia eléctrica
 El Zulia es el estado que ha sido más afectado por la crisis eléctrica del país, 
alterando la cotidianidad de la vida de su población, y asimismo, el acceso a otros 
servicios, entre otros, la educación, la salud o las telecomunicaciones. La crisis que 
atraviesa el servicio eléctrico en la región zuliana se ha agudizado de forma drástica du-
rante 2018 sin que hasta el momento se hayan puesto en práctica soluciones eficientes 
y duraderas. Todo esto ocurre, además, en medio de serias fallas en la prestación de 
todos los servicios necesarios para un nivel de vida adecuado.

 A pesar de los anuncios gubernamentales de mejoras y reparaciones en la 
infraestructura eléctrica, los apagones en los poblados del Zulia ya no son eventos 
aislados, los cortes de suministro son cada vez más frecuentes y por mayor cantidad 
de horas, y las fluctuaciones de voltaje hacen parte de la cotidianidad de los zulianos, 
que no solo han sufrido pérdidas materiales sino también humanas —lo que denota 
la gravedad de la crisis— como consecuencia directa de la deficiente prestación del 
servicio eléctrico, a cargo exclusivo de la empresa estatal Corpoelec.

 La información oficial, poco transparente, repetitiva de lugares comunes y 
razones que suenan a excusas para la mayoría de los zulianos, se limita a exculpar de 
la crisis al Estado y señalar a terceros, sin que se dé cuenta de soluciones, o al menos, 
de medidas de salvaguarda o previsión en caso de eventos como la explosión en la 
subestación Las Tarabas y la avería en la línea 2 El Tablazo-Cuatricentenario ocurridos 
en el tercer trimestre del año73. De hecho, apenas en marzo se anunció un plan de 
racionamiento eléctrico74, a pesar de que desde las fallas de suministro en diciembre 
de 2017 se estaba poniendo en práctica una suerte de cortes programados. Al respecto, 
el gobernador del Estado afirmó que “aquí hay es un plan de distribución de cargas (...) 
para evitar que nos pase lo que sucedió en diciembre. No vas a esperar que se reviente una 
planta para hacer una distribución de cargas. Si tenemos que hacerlo (cortes eléctricos) lo 
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anunciamos”75. Días después, el gobernador prometió que “en mes y medio, dos meses 
le estaremos dando respuesta al Zulia en materia de electricidad”, con una inversión de 
1 millón de dólares76, pero los problemas persistieron a lo largo del año. Cabe acotar 
que el cronograma de interrupciones se publicó en un formato ininteligible, y además, 
no se cumplió. La respuesta de Corpoelec en Twitter ha sido igual para todos los recla-
mos: “Personal operativo al tanto de la situación, a la brevedad posible será restablecido el 
servicio eléctrico. Agradecemos su comprensión”77.

 Ante la falta de soluciones, durante 2018 se hicieron comunes protestas en 
vecindarios. En la noche del 4 de septiembre hubo una manifestación en las adyacen-
cias de las Torres El Saladillo. En medio de la protesta, un hombre de 60 años resultó 
herido de bala, siendo atendido en el Hospital Chiquinquirá, próximo a esa zona78. 
Los disparos los recibió en ambas piernas, ocasionándole fracturas en un fémur. Según 
testigos, los autores de los disparos habrían sido personas desconocidas que se bajaron 
de un automóvil para disparar contra los manifestantes79.

 Al día siguiente ocurrió un evento similar de protesta en el Sur del Lago de 
Maracaibo. En la población de El Chivo, ubicada en el municipio Francisco Javier 
Pulgar, 11 personas fueron detenidas por exigir la restitución del servicio, luego de tres 
días sin electricidad. La detención fue realizada por la GNB80.

 Una de las respuestas institucionales para atender la crisis fue la publicación 
del Decreto N° 240 del Gobernador del Estado Zulia que “ordena al sector empresarial 
zuliano tomar acciones para la autogeneración de energía eléctrica, las cuales funcionarán 
en los horarios de mayor demanda del sistema eléctrico nacional, que comprende entre 
las 11:00 y 22:00 horas. Las instalaciones de cargas concentradas superiores a 110 KVA 
deberán instalar capacidad de autogeneración desde la presente fecha, y colocarla en fun-
cionamiento en los horarios establecidos.” El Decreto, dado a conocer el 18 de junio, 
fue publicado el 28 de abril en la Gaceta Oficial del Estado Zulia número 2.582 
extraordinaria81. Es preciso advertir que la competencia para establecer el régimen del 
servicio eléctrico corresponde a la rama nacional del Poder Público (artículo 156.29 
de la Constitución de la República), y por su parte, la gestión del servicio está asigna-
da a Corpoelec. Este Decreto N° 240, calificado por el Gobernador del Estado como 
Ley de autogeneración eléctrica, en definitiva, tiene como propósito que las empresas 
tengan sus propias plantas de energía, con el propósito de permitir “un mejor raciona-
miento de la electricidad”, considerándose “una medida transitoria hasta que se logre el 
equilibrio del sistema” 82. Fedecámaras Zulia se ha opuesto a la medida, al considerar 
que es desproporcionada83.

 En el contexto de esta emergencia, debemos recordar que la energía eléctrica 
es un bien público, no un simple servicio, cuyo acceso y uso debe ser considerado 
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un derecho humano que es indispensable satisfacer para asegurar una vida digna. El 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, de obligatorio 
cumplimiento para el Estado venezolano, prevé en el artículo 11 “el derecho de toda 
persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y 
vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia.” Por ello, 
el Estado “debe tomar las medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, 
reconociendo a este efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada 
en el libre consentimiento.”

 Es impensable el desarrollo de nuestra sociedad sin electricidad. Su uso es un 
derecho fundamental para lograr una mejor calidad de vida y un instrumento esencial 
para alcanzar un contexto de igualdad de oportunidades para todos. La electricidad 
es necesaria para nuestra cotidianidad, conservar alimentos y medicinas, contar con 
iluminación y ventilación —sobre todo en regiones con altas temperaturas como la 
nuestra—, el funcionamiento de servicios de agua potable, salud, seguridad, sistemas 
de pago, suministro de combustible para el transporte, telecomunicaciones, y la activi-
dad laboral, comercial e industrial, entre otras prestaciones esenciales. Toda esta coti-
dianidad ha sido afectada en el Zulia, sumiéndonos en un caos que debe ser superado.

 Por estas razones, mediante un comunicado y cartas de petición84, recorda-
mos al gobierno que está en la obligación de respetar, proteger y garantizar de manera 
efectiva que todos tengamos energía eléctrica. Por ello, exhortamos a las autoridades 
gubernamentales que informen de manera oportuna y veraz sobre la situación del 
sistema eléctrico en el Zulia, y asimismo, diseñen y ejecuten un plan de contingen-
cia para atender la crisis, con énfasis en la protección de quienes se encuentran más 
vulnerables (niños, adultos mayores, y personas que padezcan de alguna condición de 
salud). También, hicimos un llamado a la Defensoría del Pueblo para que, en cumpli-
miento de su misión constitucional, realice las diligencias necesarias para garantizar el 
buen funcionamiento del servicio eléctrico, así como el resarcimiento de los daños y 
perjuicios ocasionados por las fallas en su prestación. Por último, consideramos impe-
rativo que, en estas circunstancias, el gobierno solicite apoyo a expertos para encontrar 
de inmediato una solución óptima y sustentable al problema eléctrico en la región, en 
provecho de una vida mejor para todos los zulianos.

 Asimismo, en consideración a las graves consecuencias ocasionadas por las 
fallas eléctricas en los hogares zulianos, hemos promovido una campaña para exigir 
un mejor servicio a Corpoelec. El Reglamento General de la Ley del Servicio Eléctrico 
publicado en Gaceta Oficial de la República, número 37.825, en fecha del 25 de 
noviembre de 2003, dispone en el artículo 9 el resarcimiento por daños y perjuicios a 
las instalaciones o artefactos provocados por las fallas en el servicio eléctrico. A su vez, 
en el artículo 25 establece la obligación por parte de la distribuidora de servicio, de 
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atender, solucionar y responder los reclamos de los usuarios  en el tiempo pertinente85. 
Hasta la fecha, los reclamos que hemos hecho no han sido respondidos por Corpoelec.

3.2. Otros servicios domiciliarios
 La situación del barrio Etnia Guajira, ubicado en la periferia noroeste de 
Maracaibo, es una muestra de lo que ocurre en la ciudad, con la particularidad que 
desde hace más de 23 años, cuando allí se asentaron las primeras familias, no cuenta 
con ningún tipo de servicio domiciliario. No hay acceso a agua potable ni gas, agra-
vando las condiciones de insalubridad. Una evidencia de ello es que en el Centro de 
Promoción Integral del Niño (Cepin), que funciona en la zona, de los 365 niños que 
son atendidos, 200 padecen escabiosis86.

3.2.1. Agua potable
 Según los estándares internacionales87, el abastecimiento de agua potable 
debe responder a cinco criterios fundamentales: (i) disponibilidad, proporcionándose 
un suministro suficiente y continuo para uso personal y doméstico; (ii) calidad, el 
agua debe ser potable, salubre y libre de microorganismos o sustancias tóxicas para la 
salud de las personas; (iii) aceptabilidad, el agua tiene que tener un color, olor y sabor 
aceptables; (iv) accesibilidad, el agua debe ser accesible, a ser posible dentro del hogar 
o en sus inmediaciones —según la OMS no puede estar a más de 1 kilómetro de dis-
tancia y el tiempo necesario para acarrearla no debe superar los 30 minutos—; y (v) 
asequibilidad, el acceso a los servicios de agua para uso personal y doméstico debe ser 
económicamente accesible para todas las personas, en particular las poblaciones más 
vulnerables.

 La prestación del servicio de agua potable, a cargo de la empresa estatal Hi-
drológica del Lago de Maracaibo (Hidrolago), también representa un problema cons-
tante para la población del Zulia. Las interrupciones de electricidad intensificaron las 
deficiencias en el suministro de agua potable durante todo 2018. Con posterioridad, 
se sumó otro problema, la turbidez, evidenciando fallas en el funcionamiento de las 
plantas de tratamiento.

 En un estudio realizado por MedioSur con nuestro apoyo entre julio y sep-
tiembre, quedó en evidencia la crisis estructural de ese servicio en los municipios 
Maracaibo y San Francisco, y además, la incapacidad de las instituciones del Estado 
para diseñar e implementar un plan para solucionar este problema88. Según el estu-
dio, 4 de cada 10 personas en el Zulia no tienen acceso al agua en su hogar a través 
del servicio por tubería, y por tanto, deben recurrir a la provista por cisternas, pozos 
comunitarios o tomas externa. Por su parte, 4 de 10 personas la ingiere directo de la 
tubería, del camión cisterna o de la que almacena sin tomar precauciones sanitarias, es 
decir, sin filtrarla ni hervirla. Según la empresa estatal Hidrolago, en el Zulia se aplica 
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un esquema de distribución de agua de 36 horas continuas de suministro, seguidas 
de 36 horas sin agua. Sin embargo, esta frecuencia no ocurre en la realidad. Entre las 
personas que aseguran recibir el agua por tubería, 5 de cada 10 la obtienen una vez por 
semana o cada quince días, 4 de 10 dos o tres veces por semana, y 1 de 10 solo una vez 
al mes. Asimismo, la duración del suministro oscila entre 24 y 48 horas en apenas 5 
de cada 10 hogares, mientras que en 3 de 10 el tiempo de duración es menor, y en 2 
de 10 admiten que reciben agua por más tiempo. El derecho humano al agua potable 
se realiza cuando es suficiente y continuo. Según la Organización Mundial de la Salud, 
esto significa que cada persona tenga acceso a 50-100 litros de agua potable por día.

 Las fluctuaciones de voltaje y las interrupciones del servicio eléctrico afecta-
ron la distribución de agua potable en Maracaibo, San Francisco y la Costa Oriental 
del Lago89, y en otros municipios de la costa occidental90  y el sur del Lago de Maracai-
bo —por fallas en las estaciones de bombeo, plantas potabilizadoras y componentes 
eléctricos de pozos91—, y también, el bombeo del agua almacenada en los tanques 
residenciales. Asimismo, el problema afecta con especial gravedad a centros de salud. 
Al respecto, el Grupo Interdisciplinario de Emergencia Humanitaria Compleja en el 
Zulia reportó que ante las interrupciones del servicio de agua potable, las personas en 
tratamiento de diálisis han debido costear camiones cisternas o solicitar donaciones 
de agua a entidades gubernamentales, pero la mala calidad del agua que suministran 
estos camiones obliga a suspender las sesiones por riesgos de contaminación y daños a 
los filtros de los equipos92.

 Ante esta situación, en un primer momento, el gobernador del Estado Zulia 
aseveró que sugirió la reestructuración de Hidrolago, y además, que cada municipio 
asumiera la distribución a través de camiones cisternas. También que hizo las gestiones 
para que la empresa estatal Planimara perforara pozos de agua en las comunidades 
donde ello fuera posible93. Por su parte, el alcalde de Maracaibo afirmó que había agua 
suficiente para abastecer a la ciudad, pero “lo que tenemos (es) un mal manejo de la red 
de agua, muchos botes, fugas”, y en particular, acusó un problema de articulación con 
Hidrolago94. También, señaló la necesidad de fijar una tarifa —que no se actualiza 
desde 2015— para la distribución de agua mediante camiones cisternas95. En los mu-
nicipios Cabimas, Lagunillas, Santa Rita y Simón Bolívar (Costa Oriental del Lago), 
los alcaldes fijaron esa tarifa96. El alcalde de Santa Rita responsabilizó a la empresa 
nacional Hidrolago de las fallas en el servicio97.

3.2.2. Aseo urbano
 Los problemas del aseo urbano son cada vez peores. Ante el deficiente o 
inexistente servicio de los gobiernos locales, los vecinos suelen acumular e incendiar98  
desechos en terrenos abandonados, o utilizan autos viejos como contenedores99. Al 
respecto, la Fundación El Zulia Recicla ha recomendado como solución la necesidad 
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de consolidar centros de acopio urbano que descentralicen la gestión de residuos y 
optimicen la frecuencia de recolección y aprovechamiento de los materiales residuales.

 En el caso de Maracaibo, la alcaldía anunció a mediados de abril la realiza-
ción de un convenio con empresas privadas para el aprovechamiento y clasificación 
de los desechos100. Los resultados de este convenio, que implica el reciclaje de material 
plástico por la empresa Recicladora de Desechos Mara (Recimara)101, son desconocidos 
por el público. A pesar de la publicación de diversas notas de prensa durante el se-
gundo trimestre del año102, su característica más resaltante es la falta de transparencia. 
Cabe destacar que al informar sobre el convenio, el gobierno local anunció medidas 
contra quienes se dedicaran a la recolección de material plástico103.

3.3. Transporte
 La crisis de transporte afecta con gravedad la calidad de vida de las personas 
en el Estado. Según el presidente de la Central Sindical Noroeste de Transporte de 
Maracaibo104 han desaparecido 40 líneas de transporte en Maracaibo debido a la esca-
sez de repuestos y lubricantes, y la insuficiencia de la tarifa para cubrir costos.

 Por ejemplo, la flota de unidades disponibles para la zona oeste de la ciudad, 
donde se concentra la mayor parte de la población de la ciudad, ha disminuido de seis 
mil unidades a un mil, y éstas se encuentran muy deterioradas. A esta precariedad se 
suma el hecho de la proliferación de medios incipientes de transporte conocidos como 
chirrincheras y perreras, donde la movilización de los pasajeros está sujeta a riesgos por 
el estado de las camionetas.

 Además de la poca disponibilidad de unidades de transporte, resulta muy 
difícil para la población pagar los pasajes debido a su alto costo y la escasez de dinero 
en efectivo. Ante esta situación, los traslados a pie son cada vez más comunes, con 
exposición a altas temperaturas.



Con el propósito de impedir la expresión de voces críticas al gobierno nacional, 
la Gobernación del Estado Zulia ha procurado la toma de los centros culturales 
más importantes de la región. En 2018, el gobierno regional tomó el Centro de 
Arte de Maracaibo Lía Bermúdez y amenazó a la administración del Teatro Baralt 
con traspasar la gestión a la Alcaldía de Maracaibo.
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CAPÍTULO V 
DERECHO A LA PARTICIPACIÓN

EN LA VIDA CULTURAL 

 En este apartado documentamos las recurrentes amenazas y acciones de la 
Gobernación del Estado Zulia, para tomar los centros culturales más importantes 
de la región, con el propósito de impedir la expresión de voces críticas al gobierno 
nacional, en franca contravención al derecho humano de participar y expresarse en 
espacios culturales sin temor a represalias por el solo hecho de manifestar el pensa-
miento. Durante 2018 las acciones afectaron el Centro de Arte de Maracaibo Lía 
Bermúdez (2018), mientras que las amenazas han tenido por objeto a la administra-
ción del Teatro Baralt (2018).

 Sin libre expresión del pensamiento no es posible conocernos, ni reconocer 
que nuestras diferencias son la premisa para generar conversaciones sobre la vida me-
jor que todos necesitamos. El pensamiento único es incompatible con la esencia del 
ser humano. Lo natural es la diversidad de pensamiento, la necesidad de su expresión, 
el cuestionamiento de los relatos imperantes, y el diálogo como instrumento para 
decidir sobre los asuntos que nos interesan a todos. De allí que sean necesarios lugares 
comunes —la calle, el mercado, la plaza— para encontrarse con otros, dialogar, rela-
cionarse: sumar voces, no restarlas.

 También, los espacios culturales son lugares propicios —y fundamentales— 
para la formación y ejercicio de la ciudadanía a través de la expresión artística y la 
interacción social libre, que hacen parte del sentido del derecho humano a participar 
en la vida cultural.

 Es preocupante la política oficial de no permitir la expresión de voces di-
sidentes en los espacios culturales. Esta ha sido otra modalidad puesta en práctica 
para acallar a quienes no se alinean —o se sospecha que no se alinean— con las ideas 
oficiales, que deben asumirse como dogmas, y entonces, absolutas, irrefutables. Un 
espacio cultural donde solo se permita la manifestación de las ideas oficiales deja de 
serlo, porque no hace posible la interacción libre ni en igualdad de condiciones para 
reconocernos y comprendernos desde nuestra diversidad, compartiendo creencias, 
conocimientos y opiniones, ni tampoco el derecho a contribuir a la creación de las 
manifestaciones espirituales, materiales, intelectuales y emocionales de la comunidad.

 Apuntamos que la cultura es, “por su propia naturaleza, un fenómeno social, 
el resultado de la creación común de los hombres y de la acción que ejercen unos sobre otros 
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(…), que no se limita al acceso a las obras de arte y a las humanidades, sino que es a la vez la 
adquisición de conocimientos, exigencia de un modo de vida, necesidad de comunicación”105.

 Los derechos humanos son parte de la cultura —no un show—, y su pro-
moción en espacios como el Ateneo de San Francisco, el Centro de Arte de Maracai-
bo Lía Bermúdez y el Teatro Baralt, obedece al mandato que tenemos todos de que 
nuestra sociedad sea más inclusiva, pacífica y respetuosa de la dignidad de todas las 
personas. En Codhez, conscientes de nuestra responsabilidad social, reivindicamos la 
misión de promover y defender los derechos humanos en la región, y de hacerlo en los 
espacios necesarios para fomentar una vida mejor para todos los zulianos.

 A continuación se documentan al menos dos eventos que dan cuenta de 
violaciones del derecho a participar en la vida cultural del estado Zulia, debido a con-
ductas y actos abusivos y discriminatorios por parte de las autoridades regionales del 
Estado que comprometen sus obligaciones a garantizar en condiciones de igualdad los 
derechos a la libertad de todas las personas a participar en las actividades culturales y 
en todos los aspectos de la vida cultural y artística del estado Zulia, incluyendo la ac-
tividad creadora y el desarrollo de la cooperación y de las relaciones internacionales en 
cuestiones culturales106; y a la libertad para la investigación y la producción científica, 
literaria o artística en cualquier ámbito de la vida cultural del estado107.

1. La toma del Centro de Arte de Maracaibo Lía Bermúdez
 El primer evento consistió en el cambio en la Presidencia del Centro de Arte 
de Maracaibo Lía Bermúdez (CAM-LB), ocurrido el 16 de mayo de 2018, por órdenes 
de la Gobernación del Estado Zulia. Régulo Pachano Áñez, directivo con más de 20 
años en la institución, fue removido, y en su lugar, fue nombrado Wolfgang Viloria, 
Secretario de Cultura de la Gobernación.

 En palabras del Gobernador del Estado, el cambio en la dirección del CAM-
LB responde a “la necesidad que Maracaibo cuente con un teatro para la cultura popular, 
para lo bueno, lo bonito y para la apertura (…) Yo quiero ver a los niños de los barrios en 
el Lía Bermúdez y al poder popular promoviendo actividades los jueves y viernes”108. En 
este sentido, señaló que su mandato está orientando a “trabajar de la mano con gente en 
la que creamos nosotros, que vayan a caminar con nosotros en el gran proyecto de transfor-
mación del estado. El tema cultural es fundamental, así vamos hacer con el Lía Bermúdez 
y haremos los mismo con el Teatro Baralt (…) Yo no quiero ver más a un ridículo come-
diante que venga hablar mal del presidente Nicolás Maduro en el Lía Bermúdez porque 
tiene que ser un teatro para la cultura no para la anticultura”109. Aseveró, también, que 
“yo no conocía a Pachano, yo nunca he sido amante de ese nivel de cultura”110.
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 Por otra parte, según declaraciones del nuevo Presidente del CAM-LB, “una 
persona con visión distinta al socialismo no puede lograr la masificación de la cultura 
popular (…) El CAM-LB no puede seguir teniendo una cultura elitista. Todas las comu-
nidades, las bases populares y los consejos comunales deben tener acceso a la institución. En 
el socialismo se gerencia la cultura de forma distinta”111.

 Lo más visible ha sido el cambio en la imagen de los afiches promocionales 
de los eventos que se realizan en el CAM-LB, circunstancia que puede constatarse en 
su cuenta en Instagram112. Desde que la gestión fue asumida por el Secretario de Cul-
tura, en ellos se destacan los logotipos de la Gobernación del Estado, la Secretaría de 
Cultura, la Alcaldía de Maracaibo y Bolivariana de Puertos —pues el estacionamiento 
del CAM-LB se encuentra en el malecón de la ciudad, frente a sus instalaciones. An-
tes, en los avisos solo aparecía el logotipo del CAM-LB y el del promotor del evento. 
Desde el cambio de gestión, durante 2018 se realizaron diversos actos proselitistas, 
entre otros, uno del PSUV113, uno del Gobernador114, y otro de la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario115. La falta de pluralismo ha sido tan notable 
que ha merecido la atención de la prensa116.

 Asimismo, la Feria Internacional de Artes y Antigüedades de Maracaibo 
(FIAMM), promovida por la Sociedad de Amigos del CAM-LB desde hace 14 años 
no se realizó en 2018. En un primer momento, el Presidente del CAM-LB señaló que 
“se continuará haciendo pero bajo otra filosofía más apegada al socialismo”117, anuncián-
dose que se haría en 2019118.

2. Las amenazas a la administración del Teatro Baralt
 Este evento ha consistido en anuncios del Gobernador del Estado de tomar 
el Teatro Baralt para que sea gestionado por la Alcaldía de Maracaibo. Estos anuncios 
han sido públicos el 17 y 23 de mayo, y luego, el 13 de agosto de 2018. Hasta ahora 
no se ha reportado que se estén desarrollando trámites formales para que el Teatro —
cuyo edificio es propiedad de la República y se encuentra bajo la administración de la 
Universidad del Zulia— sea gestionado por la Alcaldía de Maracaibo. Para que esto 
ocurra, se necesitaría el auspicio del Ministerio de la Cultura y también de la Alcaldía 
de Maracaibo. Hasta ahora ninguna de las instituciones se ha pronunciado al respecto.

 No obstante, los anuncios han sido acompañados de otros hechos. Por ejem-
plo, el 8 de agosto de 2018, el Secretario de Gobierno, Lisandro Cabello, ordenó al 
Teatro Baralt la suspensión de la presentación del informe anual de Provea (Programa 
Venezolano de Educación-Acción en Derechos Humanos), en la que también partici-
parían Codhez y la organización Convite Asociación Civil. De no cumplirse la orden 
de suspensión, se procedería al arresto de todos los asistentes.
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 Es importante destacar que cuatro días después, el 13 de agosto, en un acto 
público en el CAM-LB, el Gobernador del Estado afirmó que el Teatro Baralt “pasará 
a manos del Estado y voy a entregarlo a la Alcaldía de Maracaibo para que puedan hacer 
actividades culturales todos los días con nuestros niños, abuelos y padres, y que se acabe la 
‘rechola’ de que nuestros teatros son prestados para que vayan a hacer antipolítica, hablen 
mal del presidente e incluso, fomenten guarimbas y golpes de estados”119. Asimismo, agre-
gó que “todo lo que vamos a hacer es legal. No pertenece a la Universidad del Zulia. Se le 
entregó en comodato. Le pertenece al Estado y a través de nuestros ministerios haremos los 
trámites necesarios para que deje de hacer lo que iba a hacer la semana pasada, que iba a 
hacer el show político que ellos llaman derechos humanos”120.

 En consideración a lo expuesto, las violaciones al derecho a participar en 
la vida cultural han consistido en actos abusivos y discriminatorios de prohibición, 
suspensión o interferencia de actividades culturales o artísticas121. Es decir, en el caso 
del CAM-LB no se autorizan actividades ajenas a la orientación política del gobierno 
(municipal, regional o nacional, bajo la gestión del PSUV), mientras que en el del 
Teatro Baralt, la realización de los eventos queda supeditada a la intervención del go-
bierno regional. Estas circunstancias no son más que fórmulas de censura y discrimi-
nación por razones políticas, violatorias del derecho de participar en la vida cultural.

 Las denuncias sobre lo ocurrido en el CAM-LB y las amenazas al Teatro Ba-
ralt han provenido de diversos sectores. Sobre el caso del CAM-LB, ha habido decla-
raciones de varias personas asociadas al ámbito cultural. Entre otros, Gustavo Colina 
(cuatrista), afirmó al diario Panorama que “la decisión fue un desacierto del Gobierno 
regional y debería revisarse (…) Es notorio que es un espacio abierto para toda la población 
sin distinción de ningún tipo. No es justo y el lenguaje no ha sido preciso y ajustado para 
Régulo”122. Otras voces disidentes que resaltan —por su afiliación partidista— han 
sido las de Francisco Arias Cárdenas, exgobernador del Estado Zulia (1995-2000, 
2012-2017), y actual presidente de la empresa estatal Corporación para el Desarrollo 
de la Región Zuliana (Corpozulia)123; y Rodrigo Cabezas (exministro de Finanzas), 
quien denunció que el actual Presidente del CAM-LB habla de la “burguesía maracu-
cha guarimbera de la cultura”124.

 En relación con el caso del Teatro Baralt, también ha habido declaraciones 
de la administración actual125  y denuncias públicas. Por una parte, la Universidad del 
Zulia (LUZ) reivindicó la administración del Teatro126 , mientras que Imelda Rincón 
de Maldonado, exrectora de LUZ y próxima al partido oficial, hizo declaraciones 
en sintonía con la Universidad127. La Red de Derechos Humanos del Estado Zulia 
(Redhez) hizo lo propio a través de un comunicado128 y de una campaña en Twitter en 
defensa del derecho a la participación en la vida cultural.





En los territorios indígenas, las prácticas de los cuerpos de seguridad del Estado 
se caracterizan por arbitrariedades y agresiones a la dignidad y cultura de los 
pueblos originarios.
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CAPÍTULO VI 
DERECHOS DE LOS PUEBLOS 

Y COMUNIDADES INDÍGENAS

1. Panorama general
 Los pueblos indígenas del Zulia se encuentran en una situación de vulnera-
bilidad potenciada por el hecho de habitar zonas fronterizas, con precarias condicio-
nes de vida y de seguridad. Los Añú, Barí, Japreria, Wayuu y Yukpa habitan la región 
desde tiempos ancestrales, y aunque sus derechos colectivos se encuentran previstos en 
la Constitución de la República, el Estado venezolano no cumple con sus obligaciones 
de respetarlos, garantizarlos y protegerlos. En el caso de la Guajira, territorio ancestral 
de los Añú y Wayuu, las situaciones violatorias a los derechos humanos suelen ser 
más notorias por tratarse de una zona fronteriza muy poblada y de alto tránsito, con 
presencia de autoridades militares, policiales y migratorias tanto de Colombia como 
de Venezuela. También, porque desde 2010 el Estado venezolano decidió reforzar sus 
posiciones militares desde el puente sobre el Río Limón que demarca el municipio 
Guajira del Zulia. Otros pueblos indígenas de la región zuliana también sufren las 
consecuencias por el abandono y la violencia. En 2018 el pueblo Barí129 denunció  la 
presencia de grupos armados en su territorio, que abarca la cuenca del Catatumbo, 
fronteriza entre Venezuela y Colombia. En específico, no solo han señalado la ocupa-
ción de sus tierras mediante el levantamiento de campamentos en una zona ocupada 
por cultivos de coca130, sino también el asesinato y amenazas contra líderes de sus 
comunidades. Los Yukpa, por su parte, enfrentan graves problemas relacionados con 
la falta de demarcación de sus tierras, no solo ocupadas por grupos armados, sino 
también, disputadas con hacendados de la zona131.

 A continuación, se exponen los hechos más destacables en la Guajira, en 
cuyo monitoreo apoyamos al Comité de Derechos Humanos de la Guajira.

2. Situación en la Guajira
 En la Guajira es evidente tanto la falta de voluntad como de capacidad del 
Estado venezolano para atender la emergencia humanitaria compleja. El caos es es-
tructural, y a esta circunstancia han contribuido diversas acciones y omisiones estata-
les. La vida, la alimentación, la salud, la educación, la seguridad, la igualdad de trato, 
las libertades personales, así como los derechos propios de los pueblos indígenas son 
transgredidos en la cotidianidad. La situación de pobreza, crónica en estas tierras, 
empeora potenciada por la crisis nacional. Las pésimas condiciones de vida son el 
contexto de graves abusos contra el ejercicio de las libertades.
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2.1. La Guajira, territorio inseguro
 Este territorio se encuentra dominado por el crimen organizado, no obs-
tante la omnipresencia de la Fuerza Armada Nacional. Episodios, no aislados, dan 
cuenta de esta situación irregular. La violenta disputa por el control del tráfico de ali-
mentos y combustible mantiene en zozobra a quienes habitan y transita por la zona. 
El Comité de Derechos Humanos de la Guajira reportó que el 1 de febrero132 dos 
vehículos de la línea San Benito colisionaron en la Troncal del Caribe (Macucutao) 
cuando evitaban ser asaltados con armas largas, resultando heridas 10 personas. El 
22 de septiembre133 trascendió el abandono de una avioneta con matricula mexicana 
en la carretera que comunica Los Filúos y Cojoro, en una zona próxima a la comu-
nidad San Francisco, a 30 kilómetros de Paraguaipoa. Estos hechos son apenas una 
evidencia del contexto de inseguridad de esta zona. Víctimas de robos en Los Filúos 
y Paraguaipoa ingresan al Hospital Binacional —sin insumos ni medicamentos para 
una atención efectiva134 — con heridas de armas blancas y de fuego, por hechos que 
ocurren a cualquier hora del día, y con frecuencia, en las zonas montañosas que ro-
dean los poblados. Ante estas circunstancias, las autoridades no investigan sobre las 
denuncias. A la impunidad se suma que las víctimas que denuncian se encuentran 
expuestas a las represalias de los delincuentes135.

 El alto riesgo del tránsito fronterizo ha sido agravado por medidas migra-
torias adoptadas tanto por el Estado venezolano como por el colombiano. Con el 
propósito de evitar controles, o no exponerse a las diversas modalidades de extorsión, 
familias enteras suelen tomar algunas de las más de 150 trochas que existen, dispersas 
desde Montes de Oca hasta Cojoro136.

 La hostilidad de las condiciones de vida ha provocado que habitantes de la 
Guajira hayan decidido emigrar, afectando a familias y comunidades indígenas, para 
quienes es difícil asimilar este tipo de experiencias137.

2.2. El abuso de poder como cotidianidad
 El artículo 9 de la Ley Orgánica de Pueblos y Comunidades Indígenas esta-
blece la obligación del Estado de implementar programas de formación y capacitación 
de los funcionarios civiles y militares emplazados en tierras indígenas con el propósito 
de que conozcan y respeten sus derechos, culturas, usos y costumbres. La práctica 
policial y militar está guiada por la arbitrariedad, acompañada de agresiones verbales 
y físicas, en franco irrespeto a la dignidad y cultura de los pueblos añú y wayuu.

 Es común, por ejemplo, el incendio de camiones cargados de combustible, 
como ya lo hemos reportado en nuestros anteriores informes anuales. El 3 de octubre 
trascendió un incidente de este tipo en La Finquita, al oeste del municipio Guajira138.
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 También se encuentran expuestos quienes transiten por esa zona fronteriza, 
y más aún, quienes pretendan informar lo que allí ocurre. En febrero, el Comité de 
Derechos Humanos de la Guajira reportó que funcionarios de la Guardia Nacional 
Bolivariana señalaron a periodistas de El Pitazo, Televen y Versión Final que por “órdenes 
superiores” estaba prohibido hacer grabaciones de video en la frontera. Los funcionarios 
militares exigieron sus credenciales para fotografiarlas, advirtiendo sobre la necesidad 
de un permiso especial expedido por la Zona Occidental de Defensa Integral (ZODI). 
Otro caso, más grave, fue la detención de tres periodistas extranjeros el 14 de septiem-
bre, que ya referimos en el apartado sobre violaciones a la libertad de expresión.

2.3. Precariedad de los servicios públicos
 La intensidad de la crisis de los servicios públicos en la Guajira es particular. 
Las fallas en los servicios de agua potable, electricidad, telefonía y transporte público 
son las más notables en una zona donde la vida cotidiana es cada vez más difícil.

 La precaria infraestructura del servicio eléctrico en la Guajira contrasta con 
el abandono del parque de energía eólica, inaugurado en 2012 para proveer 25,2 
megavatios. Las 12 torres de generación del parque, emplazado a unos 7 kilómetros 
al norte de Caimare Chico, nunca funcionaron, sin que haya habido una explicación 
oficial. Cuando la temporada de sequía se intensifica, durante los meses de agosto 
y septiembre, la crisis se extrema. En esta época en 2018 las interrupciones del ser-
vicio eléctrico se prolongaron por días139, comprometiendo el funcionamiento del 
Hospital Binacional y el Centro de Diagnóstico Integral. Asimismo, destaca el caso 
de Caño Sawa, un poblado de pescadores, sin servicio eléctrico desde diciembre de 
2017. Entre tanto, el ministro para la Energía Eléctrica, Luis Motta Domínguez, ha 
declarado que la responsabilidad de resolver la situación eléctrica en la Guajira le 
correspondía a la Alcaldía140.

 El problema eléctrico es tan acusado que afecta las telecomunicaciones, de 
modo que el servicio de telefonía se interrumpe tantas horas o días como persista la 
falla en la electricidad141. En la Guajira, además, solo operan Digitel y Movilnet, pues 
Movistar no presta el servicio desde que fuera robada su antena hace 5 años. Tampoco 
hay servicio de telefonía fija ni internet, salvo los dispositivos inalámbricos de Digitel 
y Movilnet.

 El transporte es otro de los servicios afectados por la crisis hiperinflaciona-
ria. Al pésimo estado de las vías y de las unidades de transporte público, se suma la 
dificultad para obtener combustible. de forma legal. El anuncio del gobierno nacional 
sobre la venta de gasolina con el carnet de la patria, sistema de biopago o a precio 
internacional en las estaciones fronterizas, solo empeoró las circunstancias de escasez, 
sin que se haya implementado hasta ahora142. La única estación que presta el servicio 
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en la Guajira, ubicada en Los Filúos, solo despacha un día a la semana, bajo la admi-
nistración de la Fuerza Armada Nacional.

2.4. Insalubridad
 Enfermedades como la gastroenteritis y la hepatitis143 son comunes en la 
Guajira, debido a graves condiciones de insalubridad, causada por la pobre calidad del 
agua que se consume en la zona, cuya fuente principal son pozos artesanales o aguadas 
próximas a viviendas donde se suele defecar al aire libre. Ello también es evidente, 
incluso, en las adyacencias del Hospital Binacional, donde se acumula basura, pues 
desde mediados de año no hay un camión de aseo urbano en todo el municipio144 . 
En estas circunstancias, la atención sanitaria empeora sin ocupar la atención de las 
autoridades. Por ejemplo, se han reportado criaderos de zancudos en los pasillos del 
Hospital I de Sinamaica145, o prolongadas fallas eléctricas en el Centro de Diagnóstico 
Integral de Paraguaipoa, cuya planta eléctrica no funciona por falta de combustible146.

2.5. Violación sistemática a los derechos de la niñez
 La desnutrición, cada vez peor147, y las fallas en los servicios de educación 
son los problemas más notorios que sufre la niñez en la Guajira. Fuentes contami-
nadas de agua contaminada, fuertes y largos períodos de sequía, y en general, las 
malas condiciones de vida, obligan a las familias a trasladar a sus niños a escuelas de 
Colombia para procurarse alimentos, escasos y costosos en territorio venezolano. La 
discriminación política es marcada en los programas estatales Mercal Casa por Casa y 
CLAP. En cualquier caso se trata de medidas deficientes, pues apenas alcanzan para 
algunos días y contienen poca variedad de alimentos. La desnutrición ha provocado 
muertes148  que han sido denunciadas por el Comité de Derechos Humanos de la 
Guajira ante la Defensoría del Pueblo e instancias de gobierno, sin que se haya obte-
nido alguna respuesta.

 Los servicios educativos son muy deficientes. El liceo Orangel Abreu Sem-
prún, el que atiende mayor cantidad de alumnos en la zona, aplica un horario de 
clases que comprende solo tres días a la semana, para que los niños puedan trabajar 
los días libres sin abandonar la escuela149. Según el Comité de Derechos Humanos 
de la Guajira, la matrícula escolar se ha reducido más del 50%150. De hecho, se ha 
reportado el caso de cuatro escuelas cerradas en la Alta Guajira debido a la ausencia 
total de maestros y alumnos151. Como ya se anotó, muchos niños estudian en escuelas 
colombianas que aseguran servicio de comedor y transporte. Sin embargo, estos niños 
no pueden graduarse pues el gobierno venezolano no les ha otorgado un documento 
de identidad152. Esta realidad al menos ha sido considerada por el Estado venezolano, 
que anunció a mediados de 2018 la implementación de un plan de escolarización en 
zonas vulnerables como la Guajira153. Sin embargo, no ha habido noticia de que ello 
hubiera ocurrido.
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2.6. Amenazas a la información libre e independiente
 La emisora Radio Fe y Alegría Paraguaipoa 92.3 FM, plataforma comunica-
cional del Comité de Derechos Humanos de la Guajira, ha sido afectada por situacio-
nes que han dificultado sus operaciones. Un primer incidente ocurrió en la madrugada 
del 31 de diciembre de 2017154, cuando más de 60 personas armadas con hachas y 
machetes cortaron las guayas de acero que servían de sostén a la torre de transmisión, 
de unos 120 metros de altura, para derribarla, hacerse de sus piezas de hierro galvani-
zado y venderlas como chatarra. Una comisión de dos funcionarios de la Policía del 
Municipio Guajira se presentó en el lugar una hora y media después de denunciarse 
los hechos, sin lograr desalojar a los vándalos. Otros dos policías llegaron hacia las 8 de 
la mañana, cuando más del 90% de la torre había sido desvalijada. Un año después de 
estos acontecimientos no ha habido investigación ni sanción para los responsables. A 
pesar de que la emisora pudo restablecer su señal, el alcance ha sido afectado.

 Las fallas del servicio eléctrico comprometieron entre agosto y septiembre 
la operatividad de Radio Fe y Alegría Paraguaipoa. Un primer incidente, a mediados 
de agosto, fue la sobrecarga en un transformador que ocasionó un incendio en el cir-
cuito eléctrico, dañando varios equipos155. Dos semanas después hubo otro incendio, 
también provocado por una sobrecarga eléctrica156. En este caso, al restablecerse el ser-
vicio, después de más de 72 horas sin electricidad, la potencia de la corriente explotó 
el cableado interno de la emisora, destruyendo su sede. La radio se encuentra al aire 
luego que se habilitara un espacio de la Escuela Fe y Alegría de Paraguaipoa.
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RECOMENDACIONES 

1. Relativas a las libertades personales y al debido proceso

(i) el Estado venezolano debe cumplir sus obligaciones constitucionales y 
convencionales de garantizar, conforme al principio de progresividad y sin 
discriminación alguna, el goce y ejercicio irrenunciable, indivisible e interde-
pendiente de los derechos humanos; también, (ii) el Estado, atendiendo a sus 
obligaciones constitucionales y convencionales, debe abandonar de inmediato 
las prácticas sistemáticas de discriminación, persecución, y privación arbitra-
ria de la libertad personal por razones políticas, sancionar a los funcionarios 
responsables, y reparar de forma integral los daños que se hayan podido oca-
sionar a las víctimas de estos hechos.

integridad personal y a la vida son obligaciones que el Estado no debe omitir, y 
en particular, aquellas ocurridas en el contexto de manifestaciones. La Defenso-
ría del Pueblo, el Ministerio Público y los tribunales deben atender a su misión 
constitucional y actuar con la independencia necesaria para garantizar la verdad 
y la justicia, y en consecuencia, una reparación integral a las víctimas.

en práctica deteniendo a periodistas, concentrando la distribución de papel a 
la prensa escrita, o impidiendo el acceso a portales web de noticias.

Ley contra el odio dictada 
por la Asamblea Nacional Constituyente, pues se trata de un instrumento para 
perseguir a la disidencia, violatorio de las libertades de expresión y opinión, así 
como de las libertades políticas.

2. Relativas a los derechos políticos en el contexto de la Asamblea Nacional 
Constituyente

Informe anual 2017: (i) es necesario que el 
Estado examine la validez jurídica de los procedimientos que dieron origen 
a la Asamblea Nacional Constituyente, así como los actos que de ella se han 
derivado; (iii) es urgente que se respete la independencia de los órganos del 
Poder Público, y en especial, del Consejo Nacional Electoral en los términos 
previstos en el artículo 294 de la Constitución de la República. El Consejo 
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Nacional Electoral es el único órgano estatal con competencia para convocar 
elecciones, no así la Asamblea Nacional Constituyente; (iii) se debe garantizar 
la realización de elecciones sin ventajismo electoral, asegurando la observación 
nacional e internacional; (iv) reiteramos que debe declararse la nulidad de la 
segunda elección realizada en el Zulia en 2017 para elegir al Gobernador en 
desconocimiento de la voluntad ciudadana.

3. Relativas a los derechos a la integridad personal, la vida y la seguridad 
ciudadana

-
ñada y puesta en práctica por organismos policiales y militares, y en particular, 
por la Gobernación del Estado Zulia.

derechos humanos en el diseño y la ejecución de operaciones de seguridad 
ciudadana, e indemnizar de forma integral a las víctimas, quienes tienen el 
derecho a conocer la verdad. Para alcanzar este propósito, la Defensoría del 
Pueblo, el Ministerio Público y los tribunales deben cumplir sus competen-
cias constitucionales.

4. Relativas a la emergencia humanitaria compleja

el Estado venezolano debe formular políticas y programas de asignación prio-
ritaria de recursos públicos, con el fin de corregir y subsanar la escasez de ali-
mentos, medicamentos, insumos médicos y hospitalarios, entre otros rubros, 
que afectan los derechos a la vida, a la alimentación, a la salud, y a un nivel de 
vida adecuado. Además, es urgente que el Estado permita que se lleven a cabo 
los mecanismos de cooperación internacional con el propósito de atender y 
superar la emergencia humanitaria compleja.

-
ción a los datos expuestos, el Estado venezolano debe reconocer la crisis y di-
señar y ejecutar políticas que atiendan con urgencia y eficiencia la inseguridad 
alimentaria, y en específico, a las poblaciones más vulnerables, procurando el 
asesoramiento técnico de expertos en el área.

-
lativos— están impactando de forma negativa en la calidad de la alimentación 
de adultos y niños. En este escenario, no solo deben ponerse en práctica me-
didas para fomentar la producción nacional de alimentos y revertir la hiper-
inflación. También, es preciso que el Estado procure el asesoramiento técnico 
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de expertos con el objetivo de establecer programas de promoción de mejores 
hábitos alimenticios y de recuperación nutricional.

con la zona este. Al respecto, con el propósito de asegurar una efectiva asis-
tencia humanitaria, es urgente diseñar e implementar un plan estratégico de 
atención a las parroquias periféricas de la ciudad.

en las parroquias Bolívar, Cacique Mara, Idelfonso Vásquez, Manuel Dagnino 
y Venancio Pulgar— evidencian que la ayuda no está llegando a las comuni-
dades más necesitadas, afectando con especial gravedad a las poblaciones ne-
gra y afrodescendiente. En opinión de los marabinos, los consejos comunales 
—bajo dominio del Partido Socialista Unido de Venezuela— se encuentran, 
al igual que las autoridades de gobierno, entre los principales responsables 
por la mala alimentación de sus comunidades. Esta percepción alerta sobre la 
instrumentación de las cajas CLAP con fines partidistas y de control social, 
circunstancia que debe ser investigada. Asimismo, considerando la incidencia 
positiva del apoyo económico de los emigrantes a sus familiares en Maracaibo, 
el Estado no debe obstaculizarlo.

5. Relativas al derecho a la participación en la vida cultural

ejercicio libre del derecho a la participación en la vida cultural, en específico, 
en el Centro de Arte de Maracaibo Lía Bermúdez. También, es urgente que ce-
sen las amenazas de tomar la administración del Teatro Baralt con el propósito 
de discriminar la expresión de las voces disidentes al pensamiento oficial.

Relatora Especial sobre los derechos culturales de 2018157, es imperativo que 
el Estado reduzca al máximo los riesgos de autocensura e instrumentación 
de las iniciativas artísticas y culturales, asegurando que la administración del 
Estado Zulia:

o Conciencie a la opinión pública acerca de la importancia de la expre-
sión artística y la producción cultural, sobre todo de las que obedecen 
a un compromiso social, para incrementar el respaldo público a esas 
actividades y a quienes participan en ellas;

o Instaure un procedimiento transparente y unos criterios explícitos 
para seleccionar las iniciativas culturales que se desarrollen en un es-
pacio público;
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o Cree grupos de examen u otras estructuras de rendición de cuentas 
que cuenten con una amplia representación de líderes de la sociedad y 
ayuden a mantener la independencia de los centros culturales; y

o Tome medidas eficaces para combatir la discriminación y promuevan 
la diversidad en los ámbitos cultural y artístico.

de la Relatora Especial sobre los derechos culturales158, es propicio que el 
Centro de Arte de Maracaibo Lía Bermúdez, gestionado por la Gobernación 
del Estado Zulia:

o Adopte un enfoque basado en los derechos culturales;

o Se comprometa a mostrar una variedad de perspectivas socialmente 
comprometidas, que incluyan la obra de artistas y de voces marginadas, 
en sus exposiciones, actuaciones y programas públicos para facilitar la 
interacción entre personas que sostengan opiniones distintas;

o Promueva las colaboraciones creativas de artistas y producciones cul-
turales que pertenezcan a las diversas facciones separadas por cualquier 
línea divisoria de carácter político y social y que representen visiones 
del mundo diversas.

espacios culturales tiene una finalidad discriminatoria, más aún, cuando se 
trata de la promoción de mensajes con compromiso social, como es el caso del 
uso de los espacios culturales para fomentar conversaciones sobre los derechos 
humanos. En consonancia con lo previsto en el citado informe de la Relato-
ra Especial sobre derechos culturales159, el Estado venezolano debe facilitar y 
maximizar el efecto positivo de las iniciativas culturales que obedecen a un 
compromiso social.

6. Relativas a los derechos de los pueblos y comunidades indígenas

además de revisar la justificación y proporcionalidad de la altísima presencia 
militar en la Guajira venezolana, el Estado venezolano debe formar a sus fun-
cionarios en materia de derechos humanos, y con respecto a la cultura de los 
pueblos indígenas que habitan en esa zona para garantizar un trato digno y 
adecuado; (ii) el Estado debe investigar los hechos de violencia ocurridos en te-
rritorio de los Barí y Yukpa, así como en la Guajira, estableciéndose la respon-
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sabilidad quienes hayan estado involucrados, y se reparen los daños ocasiona-
dos a las víctimas; (iii) se insta al Estado cesar la persecución y criminalización 
en la Guajira. Es necesario reducir la presencia militar e investigar y juzgar a 
los funcionarios que incurren en actos de corrupción; (iv) se exhorta al Estado 
garantizar el ejercicio del derecho a la libertad de expresión y tomar medidas 
efectivas contra el vandalismo que ha afectado el ejercicio del periodismo. De 
igual forma, se urge a las autoridades a que no obstaculicen, impidan o pro-
híban el trabajo periodístico en la Guajira; y (v) el Estado debe garantizar el 
derecho a la seguridad alimentaria para resolver la desnutrición en la Guajira, 
una zona que se caracteriza por la dificultad de acceso a los alimentos, de modo 
que sus habitantes disfruten de una alimentación nutritiva y balanceada, en 
condiciones de calidad y cantidad que satisfagan los requerimientos dietéticos, 
de higiene y salud.
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